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El 30 de agosto del 2015 fue publicado en el diario El Peruano el Decreto Legislativo N° 
1194, el cual entro en vigencia el 29 de noviembre del 2015, esta norma se dio en el marco 
de las facultades de legislar en materia de seguridad ciudadana, fortalecer la lucha contra la 
delincuencia y el crimen organizado que delegó el Congreso de la Republica al Poder 
Ejecutivo mediante la Ley N° 30336, del 1 de julio del 2015. El mencionado Decreto 
Legislativo regula el Proceso Inmediato en caso de Flagrancia modificando para ello los 
arículos 446°, 447° y 448° del Código Procesal Penal del 2004 y desde su vigencia hasta 
ahora se le ha cuestionado mucho la posible afectación del derecho de defensa en este 
nuevo marco regulatorio ya que en dicha norma establece plazos perentorios y 
procedimientos mucho mas simplificados. 
 
En el presente trabajo se analizó las causas que limitan el ejercicio efectivo del derecho de 
defensa, referido al plazo razonable, en el modificado Proceso Penal Inmediato. Por lo que 
en esta investigación se abordo los siguientes capítulos, en el  capítulo 1: el Planteamiento 
del Problema, capítulo 2: el Marco Teórico, capítulo 3: el Derecho de Defensa y el Plazo 
Razonable, capítulo 4: el Proceso Inmediato dentro del marco jurídico del Decreto Legislativo 
N° 1194, y el capítulo 5: la Limitaciones del ejercicio del Derecho de Defensa en el Proceso 
Inmediato modificado, tanto en su diseño original como en las modificatoria por los Decreto 
Legislativos NOS 1194 y 1137. 
 
Como resultado de esta investigación observamos que si bien el proceso inmediato 
constituye un buen mecanismo procesal para una justicia oportuna se debe plantear 
precisiones necesarias que contribuyan a la afirmación de la garantía de defensa procesal en 
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La garantía fundamental e imprescriptible que tiene el imputado para hacerle frente a 
cualquier sistema penal, es el derecho a la defensa. Este derecho nos va a garantizar un 
debido proceso, y su vulneración u omisión acarreara la nulidad del proceso. Por este 
derecho el imputado podrá articular con libertad e igualdad de armas todo acto necesario 
para hacerle frente a todas imputaciones formuladas en su contra. No es posible preparar 
una defensa efectiva si no contamos con un plazo razonable, y con ello se neutraliza la 
posibilidad de configurar un contradictorio procesal. La falta de tiempo o un tiempo diminutivo 
enerva o anula la posibilidad de configuración de los institutos procesales. 
 
Con la vigencia del Decreto Legislativo N° 1194, que regula el Proceso Penal Inmediato en 
casos de Flagrancia, el Estado pretendio dar una señal frente a la situación de inseguridad 
insostenida que sufría el país debido a los altos índices delincuenciales, por lo que esta 
norma fue la manera mas firme, eficaz y pronta para la lucha contra la delincuencia común.  
 
Se quizo establecer, mediante el mencionado Decreto Legislativo, un instrumento normativo 
eficaz frente aquellos procesos penales en los que no se requiere una mayor actividad 
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probatoria, por ende la solución del conflicto judicial no requiere mayor dilación (flagrancia, 
confesión del imputado y la existencia de elementos de convicción) extendiendose a los 
delitos de conducción en estado de ebriedad  y omisión de asistencia familiar. Así mismo 
tienen otras modificaciones que apuntan a privilegiar el principio de celeridad, con plazos 
perentorios y procedimientos mucho más simplificados, como por ejemplo 48 horas para 
realizar la audiencia de incoación (Art. 447°.1), el plazo de 24 horas para acusar (Art.447°.6), 
la audicencia del juicio en el dia y hasta un máximo de 72 horas (Art. 448°.1). 
 
Es necesario examinar cuales pueden ser las limitaciones en el ejercicio efectivo del derecho 
de defensa, referido al plazo razonable dentro de este modificado Proceso Penal Inmediato, 
para ello debemos analizar las causas que puedan limitar el ejercicio del derecho de defensa 
como objetivo principal. Debemos estudiar el proceso penal inmediato reformado por el 
Decreto Legislativo N° 1194, determinar si este proceso toma encuenta las necesidades de 
la defensa, conocer cuales son las consecuencias de estas restricciones del proceso y 
demostar que los plazos estipulados en la norma no son plazos razonables para una defensa 
efectiva y eficaz. 
 
Para la elaboración del presente trabajo de investigación se analizó el Decreto Legislativo N° 
957 que apueba el Código Procesal Penal 2004 , el Decreto Legislativo N°1194, los Acuerdo 
Plenarios N°6-2010/CIJ-116 y N°2-2016/CIJ-116, el Decreto Supremo N° 003-2016-JUS que 
aprobo el Protocolo de Actuación Interinstitucional para el Proceso Inmediato en casos de 
Flagrancia, las diversas ponencias y los artículos jurídicos sobre la modificaciones del 
Decreto Legislativo N° 1194 por parte juristas, magistrados y fiscales, como el Dr. Bonifacio 
Meneses Gonzales, el Dr. Cesar San Martin Castro, el Dr. Francisco Celis Mendoza Ayma 
entre otros. Asi mismo se utilizó libros y artículos jurídicos (revistas y web) en materia 
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procesal penal de respetados juristas como Alonso Peña Cabrera Freyre, Julio Maier, 
Manuel Catacora Gonzales y demás.  
 
Las interrogantes que se formulan sobre el Proceso Penal Inmediato o el llamado juicio 
rápido regulado en el Decreto Legislativo N° 1194, son si este proceso vulnera el derecho 
fundamental del inculpado a preparar su defensa dentro de un plazo razonable, o si la 
realización de las audiencias que establece dicho proceso restringen el ejercicio efectivo de 
la garantía de defensa procesal. Debe examinarse con un sentido constructivo y plantear ya 
sea por la via jurisprudencial o modificatoria de la norma esas precisiones que se necesitan 
para que se respeten sin restricción alguna las garantías procesales y en especial el derecho 
de defensa. 
 
El presente trabajo de investigación es una aproximación a la importancia de enfrentar el 
problema planteado ya que un Proceso Penal es un sistema de garantías siempre y cuando 
se pueda garantizar todos los principios y preceptos señalados en nuestra Constitución 










PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
1.1 DESCRICPCIÓN DE LA REALIDAD PROBLEMÁTICA 
 
En la Constitución de 1920, se establecía en su artículo 28° que «nadie puede defender o 
reclamar un derecho sino en la forma que establezca o autorice la ley (…)» en este artículo 
se hace alusión a la defensa. En la Constitución de 1979 en su Título I, Capítulo I, que trata 
de los Derechos y Deberes de la Persona, señalando en su artículo 2°, inciso 20 las 
disposiciones relativas sobre el derecho de defensa, así mismo en su artículo 233° 
establece: «(…) Inciso 9) la de no ser penado sin juicio ni privado del derecho de defensa en 
cualquier estado del proceso. El estado provee la defensa gratuita a las personas de 
escasos recursos». 
 
La Constitución de 1993 en su articulo 139° señala en su inciso 14 que «Son principios y 
derechos de la función jurisdiccional: (…) El principio de no ser privado del derecho de 
defensa en ningun estado del proceso (…)». En el Código Procesal Penal del 2004 en el 
artículo IX del Título Preliminar establece «(…) Tambien tiene derecho a que se le conceda 
un tiempo razonable para que prepare su defensa; a ejercer su autodefensa material; a 
intervenir en plena igualdad, en la actividad probatoria; y, en las condiciones previstas por la 
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Ley, a utilizar los medios de pruebas pertinentes. El ejercicio del derecho de defensa se 
extiende a todo estado y grado del procedimiento, en la forma y oportunidad que la ley 
señala (…)», asi mismo los articulo del 80° al 85° del mismo cuerpo de Ley  habla sobre el 
abogado defensor.  
 
La  Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 7° establece «En el ejercicio y defensa de 
sus derechos, toda persona goza de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un 
debido proceso. Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de justicia, 
promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y funcionamiento adecuados para tal 
propósito». Asi mismo indicar que en el Capitulo II de la misma ley del articulo 295° al 298° 
habla de la defensa gratuita como deber del Estado. 
  
«Según Julio B. Maier señala que el derecho de defensa es la facultad de intervenir en el 
procedimiento penal abierto para decidir acerca de una posible reacción contra el imputado y 
la de llevar a cabo en él todas las actividades necesarias para poner en evidencia la falta de 
fundamento de la potestad penal del Estado o de cualquier circunstancia que la excluye o 
atenúe. El mismo tratadista explica la anterior definición considerando que todas las 
garantías constitucionales se activan desde el momento en que una persona es indicada 
como autor de un hecho punible ante cualquiera de las instituciones competentes para la 
persecución ilicito penal, ya que desde el momento que peligra su seguridad individual con 
relación a la aplicación del poder penal estatal; puede  ejercer su derecho de defensa» 
(Lopez,1999). 
 
«El derecho de defensa  procedimentalmente consiste en la acción de ser oído y asistido por 
un abogado de la elección del acusado o en consecuencia por un abogado de oficio 
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proporcionado por el Estado. Comprende la oportunidad de poder alegar y probar 
procesalmente los derechos o intereses, sin que pueda permitirse la resolución judicial 
inaudita parte, salvo que sea de una incomparecensia voluntaria, expresa o tacita. La 
intervención del abogado no constituye una simple formalidad. La ausencia de este en juicio 
implica una infracción grave que conlleva a la nulidad e ineficacia de los actos procesales 
actuados sin su presencia» (Mesia, 2004).  
 
Como hemos señalado el imputado por este derecho de defensa puede hacerle frente al 
sistema penal, mediante el principio contradicción y el de igualdad de armas. Este derecho 
es una garantía del debido proceso por la cual el imputado debe conocer la imputación o la 
acusación que se hace contra él, para que el pueda contestar libremente las imputaciones, 
acceder a las pruebas, disponer del tiempo y de los medios para preparar adecuadamente 
su defensa. Este derecho es un factor que  legitima  la acusación y la sanción penal. 
 
El Tribunal Constitucional ya lo ha señalado, en la sentencia STC 06648-2006-HC/TC, 
fundamento 4, que «la Constitución en su artículo 139° inciso 14 reconoce el derecho a la 
defensa; en virtud de dicho derecho se garantiza que los justiciables, en la protección de sus 
derechos y obligaciones, cualquiera sea su naturaleza (civil, mercantil, penal laboral, etc.) no 
queden en estado de indefensión. El contenido esencial del derecho de defensa queda 
afectado cuando, en el seno de un proceso judicial cualquiera de las partes resulta impedida, 
por actos concretos de los órganos judiciales, de ejercer los medios necesarios, suficientes y 
eficaces para defender sus derechos e intereses legítimos».   
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Teniendo claro la importancia del derecho de defensa como garantía para un debido proceso 
y defensa de nuestros derechos podemos empezar a analizar la problemática de la siguiente  
investigación.  
 
Para nadie es secreto que en estos últimos años se ha presentado una creciente ola de 
inseguridad en nuestro país, el Gobierno en el 2015 tomo ciertas medidas para atacar el 
problema encontrando algunas de carácter normativo, el estado identifico que ciertos casos 
penales podrían resolverse con mayor celeridad, y con ello poder disuadir a la población  que 
siga tomando la justicia en sus propias manos sentenciando a los culpables de manera mas 
rapida, evitándose así las propagandas como «chapa tu choro y déjalo paralítico» o los 
ajusticiamientos y  linchamientos populares por parte de la población. Es así que mediante el 
Decreto Legislativo N° 11941 el Estado modifica el proceso inmediato que ya existía en el 
Código Procesal Penal del 2004 como proceso especial, estableciendo plazos perentorios y 
procedimientos muchos más simplificados de los que ya estaban estipulados. 
 
Pero la aplicación de este Decreto Legislativo al parecer estaría vulnerando la garantía 
constitucional y procesal del derecho de defensa, privilegiando el principio de celeridad y de 
economía procesal. La celeridad para el inicio y realización del juicio oral podría no permitir 
que se pueda estructurar de modo riguroso una estrategía de defensa adecuada y eficaz, o 
presentar las pruebas necesarias y oportunas que pudieran evitar que se de inicio a un 
proceso inmediato. 
 
El Tribunal Constitucional en su sentencia STC 010-2002-AI/TC del 3 de enero del 2003 ya 
estableció que «(…) aunque la duración excesiva de los procesos sea el supuesto más 
                                               
1 Norma que regula el proceso inmediato en caso de flagrancia, vigente a partir del 29 de agosto de 2015. 
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común de violación del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, tal derecho también 
garantiza al justiciable frente a procesos excesivamente breves, cuya configuración éste 
prevista con la finalidad de impedir una adecuada composición de la litis o de la acusación 
penal (…)»2. 
 
San Martin (2015:800) afirma que «el principio de celeridad, que hace hincapié en el derecho 
del imputado a que un proceso célere se justifica en la medida que se respete las cláusulas 
del debido proceso y que el derecho de defensa a la inocencia y a la igualdad procesal no 
quede melladas en su propia esencia».  
 
Es por ello necesario poder examinar con un sentido constructivo el nuevo marco normativo 
establecido por el Decreto Legislativo N° 1194 y plantear las precisiones necesarias que 
contribuyan a la afirmación de la garantía de defensa procesal en sus diversas 
manifestaciones. 
 
1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.2.1 PROBLEMA PRINCIPAL 
¿Cuáles son las limitaciones en el ejercicio efectivo del derecho de defensa expresado en el 
plazo razonable dentro del proceso inmediato en el Nuevo Código Procesal  reformado por el 
Decreto Legislativo N° 1194? 
 
                                               
2  STC 010-2002-AI/TC, de fecha 3 de enero de 2003, fundamento 166. 
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1.2.2 PROBLEMAS SECUNDARIOS 
 ¿Los plazos perentorios aplicados en el proceso inmediato reformado afectan el derecho 
de defensa? 
 ¿El proceso inmediato vulnera el derecho fundamental del inculpado a preparar su 
defensa dentro de un plazo razonable? 
 ¿El diseño del proceso inmediato reformado toma en cuenta esas necesidades de la 
defensa? 
 ¿Es el derecho de defensa una garantía constitucional, procesal, penal respetada en el 
caso de los imputados de escasos recursos que acuden a la defensa de oficio en el inicio 
del proceso inmediato? 
 
1.3 OBJETIVO DE LA INVESTIGACIÓN 
1.3.1 OBJETIVO GENERAL 
 Analizar  las causas que limitan el ejercicio efectivo del derecho de defensa en el proceso 
inmediato del nuevo codigo procesal penal reformado por el Decreto Legislativo N° 1194. 
1.3.2 OBJETIVO ESPECÍFICO 
 Estudiar el proceso inmediato en el Código Procesal Penal reformado por el Decreto 
Legislativo  N° 1194. 
 Determinar si el proceso inmediato reformado del Código Procesal Penal toma en cuenta 
las necesidades de la defensa. 
 Conocer las consecuencias de la restricción del derecho de defensa en el proceso 
inmediato reformado. 
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 Demostrar que  los plazos perentorios señalados en el nuevo marco regulatorio de 
proceso inmediato reformado no son plazos razonables para preparar una defensa 
efectiva. 
1.4 FORMULACIÓN DE LA HIPÓTESIS 
 
La razonabilidad en los plazos perentorios en el proceso inmediato reformado permitirá un 
ejercicio más efectivo del derecho de defensa a fin de poder contestar en forma eficaz la 
imputación penal. Logrando alcanzar una defensa efectiva y fortaleciendo el principio del 
debido proceso. 
 
1.5 JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La investigación demostrará como los plazos perentorios en el proceso inmediato modificado 
vulneran el derecho de defensa expresado en el plazo razonable. 
 
El presente trabajo planteara ciertas precisiones necesarias que contribuyan a la 
modificación de los plazos perentorios del proceso inmediato para una mejor aplicación del 












2.1 DIMENSIONES Y CONTENIDO DEL DERECHO DE DEFENSA 
 
En la sentencia STC 6260-2005-PHC/TC del 12 de setiembre del 2005, el Tribunal 
Constitucional señalo en el fundamento 3, que «el ejercicio del derecho de defensa, de 
especial relevancia en el proceso penal, tiene una doble dimensión: una material, referida al 
derecho del imputado de ejercer su propia defensa desde el mismo instante en que toma 
conocimiento de que se le atribuye la comisión de determinado hecho delictivo; y otra formal, 
que supone el derecho a una defensa técnica; esto es, al asesoramiento y patrocinio de un 
abogado defensor durante todo el tiempo que dure el proceso. Ambas dimensiones del 
derecho de defensa forman parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho 
en referencia. En ambos casos, se garantiza el derecho a no ser postrado a un estado de 
indefensión». 
 
El imputado puede ejercer su derecho de defensa a través de la doble dimensión que 
caracteriza este derecho, es decir a través de la defensa formal o técnica especializada 
como también de la autodefensa causa fáctica fundamental; especialmente cuando el 
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imputado niega las imputaciones formuladas a partir de los reclamos de tutela jurídica del 
agraviado directamente o indirectamente. 
 
Del Valle (1968:7) señala que «también se concibe a la defensa como el derecho inviolable, 
público y subjetivo que tiene toda persona para poder cautelar sus derechos cuando es 
imputado de un acto delictuoso. Se funda en el principio de la libertad. Es un poder que la ley 
confiere al hombre para impedir cualquier sanción».  
 
«Existe dos dimensiones del derecho de defensa: a) como derecho subjetivo; y, b) como 
garantía del proceso. En lo que respecta a la primera dimensión, es visto como un derecho 
fundamental que pertenece a todas las partes del proceso, cuyas notas características son 
su irrenunciabilidad (la parte no puede decidir que no se le conceda la oportunidad de 
defenderse) y su inalienabilidad (no puede ser dispuesta por su titular, ni su ejercicio puede 
serle sustraído ni traspasado a terceros). En cuanto a su segunda dimensión, de carácter 
objetivo institucional, la defensa constituye un verdadero requisito para la validez del 
proceso, siempre necesaria, aun al margen o por sobre la voluntad de la parte, para la 
validez del juicio» Caroca (2002: 275). 
 
 
Las manifestaciones del derecho de defensa se configuran en: el derecho de ser informado 
de la imputación o acusación: contenido y oportunidad de la información; derecho al tiempo y 
facilidades para una defensa eficaz: hacer uso de los medios necesarios, suficientes y 
eficaces para ejercer su defensa en un plazo razonable; y derecho a contar con asistencia 
pública.       
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El litigante deberá prepararse concretamente para su audiencia lo que implica elaborar una 
lista de necesidades puntuales para la audiencia: a) ensayo de argumentación, b) verificar 
fuentes de información, c) preparar material y documentación necesaria para la audiencia, la 
parte debe estar preparada para acreditar cada una de sus aseveraciones, d) anticipar los 
argumentos del contrario y preparar propuestas y e) finalmente es importante se prepare 
para responder a las argumentaciones de la otra parte. 
 
Entonces tiene validez el siguiente cuestionamiento ¿Cuál es el tiempo o plazo necesario 
para que el imputado o acusado pueda preparar una defensa adecuada?. Es aquí donde nos 
encontramos con el concepto de plazo razonable y como éste influye en que se realice una  
defensa eficaz dentro del proceso penal que le permita al imputado o acusado un debido 
proceso. 
 
2.2 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL DERECHO DE DEFENSA 
 
El derecho de defensa a través de la historia a tenido diversas manifestaciones las cuales se 
han presentado a la par con la evolución y desarrollo de la humanidad, este ha ido 
adquiriendo diversas formas y características dentro los sistemas procesales penales que 
han ido apareciendo a través de la historia. Es por ello que cuando nos referimos a los 
antecedente históricos del derecho de defensa tenemos que revisar dicha figura jurídica en 
la antigua Grecia y Roma. 
 
«Grecia, tenía las características de ser un país democrático, en donde se revelaba un 
equilibrio entre el poder público y la libertad individual. Este equilibrio se expresa en el 
principio de igualdad dentro del proceso penal en el estado griego, reflejado en los tribunales 
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del reloj de la clepsidra, en donde ya se manifestaba el derecho de defensa» 
(López,1999:web). 
 
«En Roma la innovación en el ejercicio del derecho de defensa fue el aparecimiento continuo 
de un tercero, que debía ejercer la defensa del acusado, representado esto por la figura del 
"Patrón", el cual tenía que representar y proteger los intereses de su cliente ante los 
tribunales. En el devenir del desarrollo del Estado Romano, el defensor dejó de llamarse 
Patrón, adoptando el vocablo Advocati llegando entonces a constituirse como profesión» 
(López,1999:web).  
 
«Antes de la Revolución Francesa de 1789, el derecho de defensa del imputado se 
encontraba suprimido por la Ordenanza Criminal de 1670, que en el Artículo 8, establecía 
que los acusados debían de responder por su boca y sin la asistencia y el ministerio de otras 
personas. Siendo hasta después de la relacionada revolución, que se abolió por parte de la 
Asamblea Constituyente, la prohibición a contar con defensor, afirmándose el principio de 
que no es posible negar a los acusados la asistencia de defensor. Posteriormente y con el 
surgimiento del “Sistema Mixto”, el Código Napoleónico de 1808, establece que la instrucción 
tiene que ser absolutamente secreta, donde el defensor tenía muy poco que hacer» 
(López,1999:web). 
 
«Desde el punto de vista formal, el origen del Derecho de Defensa se remonta hacia el año 
1776, al consignarse en la sección VIII de la Declaración de Derechos del Estado de Virginia, 
que, en toda acusación criminal, el hombre tiene derecho a conocer la causa y naturaleza de 
la acusación; a confrontar con los acusadores y testigos; a producir prueba en su favor, y a 
un juicio rápido por un jurado imparcial de doce hombres de su vecindad, sin cuyo 
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consentimiento unánime no puede ser declarado culpable. Posteriormente, este derecho 
quedó plasmado en la Constitución de los Estados Unidos, al confirmar lo preceptuado en la 
Declaración de Virginia» (Rodríguez, 2016:web). 
  
«Sin embargo, es en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de la 
Revolución Francesa (aprobada por la Convención Nacional Francesa, el 26 de agosto del 
1789), que el mismo adquiere mayor relieve, hasta el extremo de que algunos autores han 
llegado a reconocer que su verdadero origen se enmarca con posterioridad a este suceso. El 
cual otorga a los ciudadanos derechos que pueden hacer valer frente al Estado, al consagrar 
el principio de que nadie puede ser acusado, arrestado o detenido, sino en los casos 
expresamente determinados por la ley y con las garantías debidas» (Rodríguez, 2016: web). 
 
«En el Derecho Post-Revolucionario, el derecho de defensa solamente era reconocido 
durante la etapa de juicio; logrando extenderse al proceso de instrucción en el siglo XIX, 
aunque tenia  ciertas limitaciones, ya que en esta fase el proceso era prácticamente cerrado, 
incluso para las mismas partes, lo cual creaba irregularidades y violaciones a derechos 
fundamentales, entre ellos el derecho de defensa» (Rodríguez, 2016:web). 
 
Es apatir de 1991 aproximadamente que se empieza a realizar las grandes reformas debido 
a  las violaciones que se venían dando contra este derecho, es asi que la gran mayoría de 
organismos internacionales intervienen emanando los tratados internacionales encargados 
de velar su correcta vialización, asi tenemos la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana 
de Derechos Humanos. Así mismo se reconoce y se garantiza este derecho en las 
constituciones de todos los países. 
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2.3 FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL DERECHO DE DEFENSA 
 
Como lo hemos indicado anteriormente la evolución y desarrollo del derecho de defensa va 
de la mano de la evolución y desarrollo de la humanidad, y esa transformación es 
consecuencia de la realidad político-económica que se desarrolla en el momento en que se 
instala un sistema procesal, influyendo también el tipo de organización social, cultural y por 
que no religiosa de cada región. 
 
Analizaremos el desarrollo que ha tenido el derecho de defensa dentro de los tres tipos de 
sistemas procesales: Acusatorio,Inquisitivo y Mixto. 
 
2.3.1 EL DERECHO DE DEFENSA EN EL SISTEMA ACUSATORIO 
 
«Desde su aparición y posterior desarrollo, el sistema procesal penal acusatorio a coincidido 
con regímenes políticos de tendencia democrática, en los cuales, en la administración de 
justicia existió poca injerencia del Estado. El juicio se inicia previa acusación del ofendido o 
de sus familiares, posteriormente la facultad de poder acusar se delegó a toda la sociedad; 
un aspecto importante de este sistema, es mencionar que los actos esenciales no residen en 
una sola persona, así los actos de acusación son ejercitados por un órgano estatal como lo 
es el Ministerio Público), los actos de defensa en el defensor ya sea este particular o de 
oficio, y los actos de decisión en el órgano jurisdiccional» (López,1999:web). 
 
San Martin (2003:42) «El carácter esencial de este sistema es que configura el proceso 
como una contienda entre partes iguales frente a un juez imparcial supra partes. Inicialmente 
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se considera se considero que el ofendido por el delito era el único que podía ser acusador. 
Luego se estimo - en una primera etapa - que el delito también ofende a la sociedad». 
 
Queda claro que en el sistema acusatorio existe una separación de funciones, la acusación 
la ejerce un funcionario (fiscal) distinto al juez por ello se habla de que en el sistema 
acusatorio. En este sistema estan presente la contradicción probatoria, la publicidad y 
oralidad lo que permite que el acusado ejerza una defensa real y efectiva. La defensa tiene 
un papel muy importante en este sistema ya que le permitirá una igualdad de armas con la 
parte acusadora. Asi mismo señalar que se le reconoce al imputado su calidad de sujeto de 
derecho al que le asiste una serie de garantías de carácter sustantivo y procesal. 
 
2.3.2 DERECHO DE DEFENSA EN EL SISTEMA INQUISITIVO 
 
«El sistema inquisitivo predomino en toda la Europa Continental, especialmente en la edad 
media. Fue adoptado por regímenes despóticos esencialmente monárquicos, influenciados 
por la Iglesia Católica. En síntesis, la democracia no existe, así como tampoco se le 
garantiza el derecho de defensa al imputado. Este sistema estaba dividido en dos fases: a) 
Una inquisición general, que se iniciaba con una simple acusación en la que se determina el 
hecho delictivo y el autor material; y, b) Una inquisición especial, que se llevaba a cabo 
previa identificación del imputado, recabando toda la prueba del caso y luego se 
sentenciaba» (López,1999:web). 
 
En este Sistemal las funciones de acusación y de enjuiciamiento se encuentran reunidas en 
una sola persona, frente a la cual el individuo está en una posición de desventaja. En este 
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sistema el imputado es concebido como un objeto de persecusion penal y no como un sujeto 
de derecho titular de garantías frente al poder penal del estado. 
 
2.3.3 EL DERECHO DE DEFENSA EN EL SISTEMA MIXTO 
 
«El desarrollo del proceso penal es producto del mismo devenir histórico, es así como en 
determinados momentos se mezclan características del sistema inquisitivo con el sistema 
acusatorio, surgiendo de esta manera los sistemas procesales mixtos. Con la Revolución 
Francesa, en Francia se adopta, casi completamente el sistema procesal inglés, aunque la 
aplicación de este modelo dura poco; ya que, en 1808 con el Código de Napoleón, nace 
formalmente el sistema procesal que ha de ser conocido como sistema mixto» 
(López,1999:web). 
 
«La principal característica de este sistema, es la existencia de dos fases en el proceso: a) 
La etapa de instrucción, con gran predominio del sistema inquisitivo, y b) La etapa 
contradictoria o fase plenaria, en esta fase se pone en un plano de igualdad la acusación y la 
defensa. Como principal garantía para el acusado, se le otorga sin restricciones el derecho 





2.4 REGULACIÓN NACIONAL E INTERNACIONAL DEL DERECHO DE DEFENSA 
 
En el Perú el derecho de defensa, esta consagrado  en el art. 139° inc. 14 de la Constitución 
de 1993, el que señala «El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 
estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa 
o las razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor 
de su elección y a ser asesorada por éste, desde que es citada o detenida por cualquier 
autoridad». 
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 7° señala que «En el ejercicio y defensa 
de sus derechos, toda persona goza de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un 
debido proceso. Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de justicia, 
promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y funcionamiento adecuados para tal 
propósito». 
 
Por su parte, el articulo IX del Título Preliminar del CPP, establece: «Toda persona tiene el 
derecho inviolable e irrestrictó a que se le informe de sus derechos, a que se le comunique 
de inmediato y detalladamente la imputación formulada en su contra y hacer asistida por un 
abogado defensor de su elección o, en su caso por un abogado de oficio, desde que es 
citada o detenida por la autoridad». 
 
Asi mismo el derecho de defensa esta reconocido por todos los instrumentos internacionales, 
en la Declaración Universal sobre Derechos Humanos en su artículo 8° que señala «Toda 
persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
constitución o por la ley», y en su artículo 11°.1 señala «Toda persona acusada de delito 
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tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, 
conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa donde establece el acceso a la justicia sin discriminación y el 
derecho de toda persona a que se aseguren las garantías necesarias para su defensa, 
respectivamente». 
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, consagra el derecho en su artículo 14° 
inciso 3 acápite b que «Durante el proceso, toda persona acusada de  un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: (…) A disponer del tiempo y 
de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un 
defensor de su elección (…)». Y en el acápite d «A hallarse presente en el proceso y a 
defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si 
no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la 
justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios 
suficientes para pagarlo (…)».  
 
Y por ultimo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adopta este derecho, en 
el artículo 8° inciso 2 acápite c «(…) concesión al inculpado del tiempo y de los medios 
adecuados para la preparación de su defensa» y el acápite e «(…) derecho irrenunciable de 
ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la 
legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor 










EL DERECHO DE DEFENSA Y EL PLAZO RAZONABLE EN EL PROCESO PENAL 
PERUANO 
 
3.1 EL DERECHO DE DEFENSA COMO GARANTÍA PROCESAL EN EL PROCESO 
PENAL PERUANO 
 
«El derecho de defensa cumple dentro del proceso penal un papel particular: por una parte, 
actúa en forma conjunta con las demás garantías, por la otra, es la garantía que torna 
operativas a todas la demás. Por ello, el derecho de defensa no puede ser puesto en el 
mismo plano que las otras garantías procésales. La inviolabilidad del derecho de defensa  es 
la garantía fundamental con la que cuenta el ciudadano, por que es el único que permite que 
las demás garantías tengan vigencia concreta dentro del proceso penal es así que este 
derecho si no es cumplido debidamente puede acarrear las muy conocidas nulidades 
procésales debido a la vulneración u omisión de este» (Espinoza: web). 
 
Oré (1999:29) señala que «el derecho de defensa es un derecho fundamental e 
imprescriptible en un debido proceso, que permite al imputado hacer frente al sistema penal 
en un formal contradicción con igualdad de armas. Y es que el derecho a la defensa del 
imputado, lo que no implica que los sujetos procésales no gocen también de este derecho, 
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comprende la facultad, de controlar la prueba de cargo, en la de probar los hechos que 
procuran  una exclusión  o atenuación de responsabilidad, y todas aquellas  que signifiquen 
la obtención de lo mas favorable al acusado».  
 
Caroca Pérez (1998:20) «advierte las dos dimensiones del derecho de defensa primero 
como derecho subjetivo debido a que es visto como un derecho fundamental  que pertenece  
a todas las partes del proceso, cuyas notas se características son la irrenunciabilidad (la 
parte no puede  decidir que no se le concede la oportunidad de  defenderse) y su 
inalienabilidad (no puede  ser dispuesta por su titular, ni su ejercicio  puede serle substraído 
ni traspasado a terceros). En cuanto a la segunda como garantia del proceso, este 
dimensión, de carácter objetivo  institucional, la defensa constituye  un verdadero requisito 
para la valides del proceso, siempre necesaria, aún al margen o por sobre la voluntad de la 
parte, para la validez del juicio». 
 
3.2 CONTENIDO PRINCIPISTA – DOGMÁTICO DEL DERECHO DE DEFENSA 
 
El derecho de defensa contiene los siguientes principios fundamentales del Derecho Penal: 
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3.2.1 EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN 
 
«Las partes pueden acceder a la jurisdicción para poder defender sus intereses o 
pretensiones. La concurrencia del principio de contradicción y el derecho de defensa como 
manifestación técnica es esencial para constituir un proceso; porque a través de la existencia 
de la posibilidad de contradecir se hace manifiesta la dualidad de posiciones de las partes; 
que necesitan la garantía de la defensa para configurar un proceso, más que un método para 
la búsqueda de la verdad» (Villar, 2010:114). 
 
3.2.2 EL PRINCIPIO ACUSATORIO 
 
El principio acusatorio señala la distribución de roles y cuales son las condiciones que deben 
existir para que se pueda realizar el proceso de enjuiciamento. 
 
Baumann (1998:159) señala que «se entiende por principio acusatorio aquel según el cual 
no ha de ser la misma persona la que realiza las averiguaciones y decida después al 
respecto. El principio acusatorio tiene tres notas esenciales: a) Ejercicio y mantenimiento de 
la acusación por un órgano distinto al Juez, así como la exigencia de una acción pública. 
Rige la máxima ne procedat iudex ex officio, b) La división del proceso en dos fases y las 
tareas propias de cada una de ellas de investigación y decisión respectivamente, han de ser 
conferidas a órganos diferentes con el fin de evitar un probable y posible prejuzgamiento por 
parte del juez sentenciador. Rige la máxima de la prohibición de la identidad entre instructor 
y decisor y c) Relativa vinculación del órgano jurisdiccional a las pretensiones de las partes, 
en atención a la acusación fiscal». 
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3.2.3 PRINCIPIO DE CONDICIÓN DE IGUALDAD 
 
«Un aspecto significativo de la normativa supranacional es que existan condiciones iguales 
entre la acusación y la defensa «igualdad de armas», cuando la acusación está a cargo de la 
víctima, o esta participa en ella de alguna manera, la plena igualdad debe analizarse también 
desde su punto de vista. Esto se realizara solo cuando ambas partes tengan las mismas 
posibilidades: el principio de igualdad de medio, inherente al concepto de justicia es 
solamente un aspecto del concepto más amplio del proceso justo, en materia penal. El 
acusador podra influir en las decisiones de los jueces, esto dependerá de: La posibilidad de 
presentar todos los medios de defensas pertinentes y como consecuencia de ello la de influir 
en la resolución del proceso» (Villar, 2010:116). 
 
3.3 CLASES DE DEFENSA O FORMAS DE EJERCICIO DEL DERECHO DE DEFENSA 
 
El derecho de defensa como derecho fundamental, puede ser ejercitado  tanto por el 
investigado-procesado como por el abogado defensor. 
 
3.2.1. LA DEFENSA TÉCNICA 
 
«También llamada pública o formal debido a su naturaleza obligatoria y jurídica, cuya 
tecnicidad es comprensible porque desde el punto de vista de servicio público es 
imprescindible aún contra la voluntad del investigado-procesado para cumplir con las 
exigencias de equilibrio y justeza de un proceso penal, es decir para garantizar el desarrollo 
de los principios procesales  penales. La defensa técnica en el proceso penal es un derecho 
fundamental de cada una de las partes» (Vilar, 2010:116). «En el proceso penal la defensa 
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técnica del imputado acusado adquiere, además, la condición de requisito necesario, que se 
impone al propio titular del jus puniendi» (Montero, 1997:79).  
 
 «Una de las formas de propender a las equiparación de posiciones entre el acusador y el 
acusado es, sin duda el elegir a la defensa técnica en un presupuesto de la validez del 
procedimiento y, en fin, de la sentencia» (Maier, 1999:583). 
 
«Es indudable que la defensa técnica es un presupuesto necesario para la correcta viabilidad 
del proceso. Aun cuando el imputado puede hacer uso de la autodefensa, resulta 
imprescindible la presencia y asistencia del abogado defensor en el curso del procedimiento» 
(Sánchez, 1994:110). 
 
3.2.2. LA DEFENSA MATERIAL 
 
«Llamada también privada o autodefensa, explica la reacción natural de un inculpado de 
hacer su propia defensa, mediante la contestación de la imputación, negándola o guardando 
silencio (defensa negativa y afirmativa) o bien aceptando la acusación fiscal podríamos 
agregar que la autodefensa puede realizarse en la participación de actos procesales, 
pasando por la presentación de escritos hasta la utilización de medios impugnatorios o 
presentación de pruebas que contradigan la acusación» (cf . Villar,2010) 
 
«La defensa material o amplia: es una función pública en la que participan todas las 
autoridades y funcionarios que interviene en el proceso penal y consiste en consignar y 
apreciar las circunstancias tanto adversas como favorables al imputado, así como instruirle 
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en sus derechos y recursos, en tanto no esté asistido por su letrado» (De La Oliva, 
2003:896). 
 
«El titular del derecho interviene directa y personalmente tratando de evitar una resolución 
adversa. La legislación procesal se manifiesta abiertamente por esta forma de defensa, 
aunque predomina la intervención del letrado» (Sánchez, 1999:583). 
 
3.4 EL DERECHO AL PLAZO RAZONABLE EN EL PROCESO PENAL PERUANO 
 
El derecho al plazo razonable constituye un derecho fundamental, que si bien no está 
reconocido y regulado explícitamente en la Constitución Política de Perú de 1993 este 
derecho está implícito dentro del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva. 
Nuestro ordenamiento jurídico recoge los criterios de análisis de la jurisprudencia 
internacional de instituciones internacionales como el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Como lo hemos señalado el plazo razonable no esta regulado explícitamente en nuestro 
cuerpo normativo, pero si tiene reconocimiento expreso en los instrumentos internacionales 
como son los Tratados de Derecho Internacional de Derechos Humanos los cuales han 
ratificados por el Perú y que tienen rango constitucional. Dichos instrumentos internacionales  
(la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración Americana de Derechos 
Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales) han servido para que el Tribunal 
Constitucional Peruano mediante jurisprudencia brinde importantes consideraciones sobre el 
tema, señalando al plazo razonable como un principio del debido proceso.  
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En la sentencia del Tribunal Constitucional STC 3509-2009-PHC/TC, del 19 de octubre del 
2009 señala que «El derecho a ser juzgado en un plazo razonable constituye una 
manifestación implícita del derecho al debido proceso (artículo 139º, inciso 3 de la 
Constitución), y goza de reconocimiento expreso en el artículo 14°, inciso 3.c de Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos que establece: Durante el proceso, toda 
persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas… c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; y en el artículo 8°, inciso 1 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, que prescribe: Toda persona tiene derecho a 
ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Tales 
disposiciones cobran vigencia efectiva en nuestro ordenamiento a través del artículo 55 de la 
Constitución. Asimismo, conforme a la Cuarta Disposición Final y Transitoria de esta Carta 
Política, que exige que las normas relativas a los derechos y las libertades que la 
Constitución reconoce se interpreten de conformidad con los tratados sobre derechos 
humanos ratificados por el Perú». 
 
En la sentencia del Tribunal Constitucional STC 00295-2012-PHC/TC señala que «El 
derecho al plazo razonable del proceso o a ser juzgado dentro de un plazo razonable 
constituye una manifestación implícita del derecho al debido proceso reconocido en el 
artículo 139°.3 de la Constitución. El plazo de un proceso o un procedimiento será razonable 
sólo si es que aquél comprende un lapso de tiempo que resulte necesario y suficiente para el 
desarrollo de las actuaciones procesales necesarias y pertinentes que requiere el caso 
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concreto, así como para el ejercicio de los derechos de las partes de acuerdo a sus 
intereses, a fin de obtener una respuesta definitiva en la que se determinen los derechos u 
obligaciones de las partes». 
 
En el Código Procesal Penal del 2004 en su artículo I inciso 1 del Título Prelinimar señala «la 
justicia penal (…) se imparte con imparcialidad por los órganos jurisdiccionales 
competentesy en un plazo razonable». En el artícilo IX inciso 1 se señala «(…) Tambien 
tiene derecho a que se le conceda un tiempo razonable para que prepare su defensa; a 
ejercer su autodefensa material; a intervenir en plena igualda, la actividad probatoria; y, en 
las condiciones prevsita por la Ley (…)». 
 
3.5 EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD EN LOS PLAZOS PERENTORIOS DEL 
PROCESO PENAL PERUANO 
 
Es común citar la «doctrina del plazo legal» y la «doctrina del no plazo», como posiciones 
adversas; empero, ambas doctrinas tienen en común el concepto de plazo razonable; la 
única diferencia es que la doctrina del plazo legal atiende a la necesidad de  un término legal 
previsto como límite temporal máximo del proceso3, en cuyo contexto se configura el plazo 
razonable, caso por caso, en atención a las necesidades concretas de su objeto. La doctrina 
del no plazo no exige un límite temporal previsto legalmente, pues el plazo razonable se 
configura en función de las necesidades concretas del objeto del proceso4.  
 
La razonabilidad del plazo, como concepto atiende al concepto de necesidad concreta de 
tiempo; sin embargo, uno de los primeros obstáculos para su comprensión ha sido 
                                               
3 Ello en razón de la desconfianza en los operadores penales que dejan discurrir los plazos de manera irrazonable, con las consecuencias 
negativas de procesos dilatados, presos sin condena, etc. 
4 Esta doctrina asume como presupuesto operadores diligentes en la conducción del proceso 
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considerar los plazos legales como plazo razonable; en efecto, es frecuente encontrar 
posturas que asumen que la razonabilidad del plazo ya fue considerada por el legislador, y 
no correspondería a los operadores penales la modulación del plazo, sino solo aplicar el 
plazo en su límite máximo expresamente previsto en la ley. 
 
Sin embargo, debemos precisar que: uno, es el plazo legal máximo previsto, y otra, el plazo 
necesario para la realización del objeto de la etapa del proceso; el primero atiende a una 
racionalidad legal (abstracción y generalidad); en tanto que el segundo, atiende a las 
necesidades concretas de un determinado proceso penal; el primero es creación legislativa, 
y el segundo, se configura judicialmente; el plazo legal es el marco legal para determinar el 
plazo necesario. 
 
Los términos de 24 horas5, de 306, o 120 días7, son de inicio y de fin; el tiempo que discurre 
entre ambos términos es el plazo, es el lapso que tiene que ajustarse a la necesidad de 
satisfacer el objeto de cada etapa procesal. Nuestro CPP del 2004 se regula plazos máximos 
para configurar el objeto de cada etapa procesal. Los mínimos y máximos legales 
constituyen puntos de referencia legales; en ambos, supuestos de lo que se trata es 
ponderar plazos en función de su objeto, no de determinar términos. 
 
El transcurso formal del máximo del plazo legal, sin atender a la satisfacción de su objeto es 
irrazonable. Esa práctica ha sido la causa principal de procesos morosos de mero y dilatado 
trámite burocrático, sin atender al cumplimiento de su objeto; en efecto, en algunos casos su 
objeto fue satisfecho con antelación, y en otros supuestos no se desarrollaron actos 
orientados a la satisfacción de su objeto. En realidad los marcos legales máximos solo 
                                               
5 Tiempo de la detención preliminar por flagrancia. 
6 Plazo máximo de la investigación en el proceso inmediato –regular- 
7 Plazo máximo de la investigación preparatoria en el proceso común, que no tiene por objeto un proceso complejo 
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servían para justificar las moras fiscales y judiciales, pervirtiendo su función de garantía de 
ser plazos máximos de persecución punitiva-para evitar una persecución permanente8, para 
devenir en una suerte de garantía invertida como cobertura de la morosidad estatal que se 
grafica en la expresión del operador judicial o fiscal de “estar dentro del plazo” para resolver, 
tal o cual, cuestión del proceso. 
 
La configuración del plazo razonable atiende a la complejidad o no del caso. Si el objeto del 
proceso es un caso fácil, entonces el plazo necesario para la satisfacción de su objeto será 
breve. Empero, no se debe asumir fictamente cumplido su objeto por la mera flagrancia, y 
con ello anular la garantía del plazo razonable. Si el caso es complejo incluso el plazo puede 
prolongarse o prorrogarse conforme a los límites que el mismo ordenamiento proceso 
admite. 
 
«El plazo razonable es un principio central que permite la configuración de otros principios, 
en efecto, sin plazo razonable no es posible preparar defensa, y, con ello se neutraliza la 
posibilidad de configurar un contradictorio procesal. Sin tiempo no es posible la configuración 
de algún principio procesal. El tiempo diminutivo enerva o anula la posibilidad de 
configuración de los institutos procesales. El proceso sólo puede tener existencia real en un 
tiempo, si prescindimos del tiempo la idea de proceso desaparece o se enerva 
sensiblemente» (Mendoza:2017). 
  
                                               
8 Interdicción de la sospecha penal permanente. 
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3.6 EL CRITERIO PARA LA DETERMINACIÓN DEL PLAZO RAZONABLE 
 
El plazo razonable para la duración de un proceso esta sujeto según la doctrina y la 
jurisprudencia a ciertos criterios que se deben observar para la razonabilidad del plazo en el 
proceso, estos son: la complejidad del caso, la actividad procesal del interesado, la conducta 
de las autoridades judiciales y la afectación generada en la situación jurídica del interesado.  
 
Según la sentencia STC 3509-2009-PHC/TC, del 19 de octubre del 2009, en su fundamento 
20 señala «Habiéndose planteado en el presente caso, la eventual violación del derecho al 
plazo razonable del proceso o, lo que es lo mismo, que éste no sufra dilaciones indebidas, la 
determinación de si se violó o no su contenido constitucionalmente protegido es un tema que 
solo puede obtenerse a partir del análisis de los siguientes criterios: a) la actividad procesal 
del interesado; b) la conducta de las autoridades judiciales, y c) la complejidad del asunto; 
los cuales fueron establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los 
casos Genie Lacayo y Suárez Rosero al analizar el tema del plazo razonable del proceso, los 
mismos que han sido recepcionados por el Tribunal Constitucional (Cfr. Exp. N.º 618-2005-
PHC/TC. Caso Ronald Winston Díaz Díaz. FJ N.º 11; Exp. N.º 5291-2005-PHC/TC. Caso 
Heriberto Manuel Benítez Rivas y otra. FJ N.º 6). Tales elementos permitirán apreciar si el 
retraso o dilación es indebido (que es la segunda condición para que opere este derecho), lo 




3.6.1 LA COMPLEJIDAD DEL CASO 
«Se determina por una serie de factores de iure y de facto del caso concreto. Así, en el 
proceso penal, dichos factores pueden estar referidos a9: a) el establecimiento y 
esclarecimiento de los hechos, los cuales pueden ser simples o complejos; b) el análisis 
jurídico de los hechos acerca de los cuales se ha producido el proceso penal; c) la prueba de 
los hechos, la cual puede ser difícil, necesariamente prolongada o de complicada actuación; 
d) la pluralidad de agraviados o inculpados; entre otros  factores» (Damaris:2013,web). 
 
En la sentencia del Tribunal Constitucional expediente STC 2915-2004-HC/TCL, del 23 
noviembre 2004 en su fundamento 5 señala «Para valorar la complejidad del asunto es 
menester tomar en consideración factores tales como la naturaleza y gravedad del delito 
(Caso Tomasi. Sentencia del TEDH del 27 de agosto de 1992), los hechos investigados, los 
alcances de la actividad probatoria para el esclarecimiento de los eventos, la pluralidad de 
agraviados o inculpados, o algún otro elemento que permita concluir, con un alto grado de 
objetividad, que la dilucidación de una determinada causa resulta particularmente 
complicada y difícil». 
 
3.6.2 LA ACTIVIDAD PROCESAL DEL INTERESADO 
 
La sentencia del Tribunal Constitucional STC 7624-2005-PHC/TC, del 27 de junio del 2006 
señala en su fundamento 16 «En lo que respecta a la valoración de la actividad procesal del 
detenido a efectos de determinar la razonabilidad del plazo, es preciso distinguir el uso 
regular de los medios procesales que la ley prevé y la falta de cooperación mediante la 
                                               
9 Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua. Serie C No. 30. Sentencia del 29 de enero de 1997, párr. 77; Caso Cantos vs. Argentina. 
Sentencia de 28 de Noviembre de 2002. Serie C No. 97, párr. 57; Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. 
Serie C Nº 111, párr. 143. Tribunal Constitucional peruano.  Expediente N° 05350-2009PHC/TC. Sentencia de 10 de agosto de 2010. F.J 24;  
Expediente Nº 2915-2004-HC/TC. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. F.J 21. 
40 
pasividad absoluta del imputado (muestras ambas del ejercicio legítimo de los derechos que 
el Estado constitucional permite), de la denominada “defensa obstruccionista” (signo 
inequívoco de la mala fe del procesado y, consecuentemente, recurso repudiado por el orden 
constitucional)». 
 
«Algunas de las conductas que podrían evidenciar una conducta obstruccionista son: las 
relacionadas con la colaboración del procesado en el esclarecimiento de los hechos; la 
presentación de documentos falsos; las constantes y premeditadas faltas a la verdad que 
desvían el adecuado curso de las investigaciones; el entorpecimiento en la actividad 
probatoria; la manipulación de testigos; la interposición de recursos que, desde su origen y 
de manera manifiesta, se encontraban condenados a la desestimación, etc.» (Damaris, 
2013:web).  
 
En la sentencia STC 2915-2004-HC/TCL, del 23 noviembre 2004 en la fundamento 28 
señala «Entre las conductas que podrían ser merituadas como intencionalmente dirigidas a 
obstaculizar la celeridad del proceso, se encuentran la interposición de recursos que desde 
su origen y de manera manifiesta, se encontraban condenados a la desestimación, o las 
constantes y premeditadas faltas a la verdad que desvíen el adecuado curso de las 
investigaciones. Es pertinente tener presente que si bien todo procesado goza del derecho 
fundamental a la no autoincriminación, una de cuyas manifestaciones incluso autoriza al 
inculpado a guardar un absoluto silencio y la más imperturbable pasividad durante el 
proceso, en el correcto supuesto de que debe ser la parte acusatoria la encargada de 
desvanecer la inocencia presunta, ello no le autoriza para que mediante actos positivos se 
desvíe el camino del aparato estatal en la búsqueda de la verdad dentro del proceso” (Caso 
Bozzo Rotondo, Exp. N.° 0376-2003-HC/TC, FJ. 9)» 
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«La CIDH en el caso Genie Lacayo estableció “no consta en autos que el (…) padre de la 
víctima, hubiere tenido una conducta incompatible con su carácter de acusador privado ni 
entorpecido la tramitación, pues se limitó a interponer los medios de impugnación 
reconocidos por la legislación (…)” 10. Un ejemplo de conducta obstruccionista al que ha 
hecho referencia el TC en reiteradas oportunidades es la interposición de numerosos 
procesos constitucionales manifiestamente improcedentes que, en cierta medida, ocasionan 
que no se dicte sentencia prontamente11» (Damaris, 2013:web). 
 
Es necesario señalar que el uso regular de los medios procesales o la falta de cooperación 
del imputado mediante pasividad absoluta se distinguen de la defensa «obstruccionista». 
 
3.6.3 LA CONDUCTA DE LAS AUTORIDADES JUDICIALES 
 
En la sentencia del Tribunal Constitucional expediente STC 2915-2004-HC/TCL, del 23 
noviembre 2004, señala en su fundamento 22 señala «En lo que respecta a la actuación de 
los órganos judiciales, será preciso evaluar el grado de celeridad con el que se ha tramitado 
el proceso, sin perder de vista en ningún momento el especial celo que es exigible a todo 
juez encargado de dilucidar una causa en la que se encuentra un individuo privado de su 
libertad. En tal sentido, serían especialmente censurables, por ejemplo, la demora en la 
tramitación y resolución de los recursos contra las decisiones que imponen o mantienen la 
detención preventiva; las indebidas e injustificadas acumulaciones o desacumulaciones de 
procesos; o, como estableciera el TEDH, los repetidos cambios de juez instructor, la 
tardanza en la presentación de un peritaje o en la realización de una diligencia en general». 
                                               
10 Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua. Sentencia del 29 de enero de 1997. Serie C No. 30, párr. 78.  
11 Tribunal Constitucional peruano. Exp. N° 05350-2009-PHC/TC. Sentencia de 10 de agosto de 2010. F.J 25. 
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En la sentencia el STC 05350-2009-PHC/TC del 10 de agosto de 2010 en la fundamento 26 
estableció «que para evaluar la conducta o comportamiento de las autoridades judiciales es 
necesario tener presente: a) la insuficiencia o escasez de los tribunales; b) la complejidad del 
régimen procesal; y c) si los actos procesales realizados han contribuido, o no, a la pronta 
resolución del proceso penal12». 
 
3.6.4 LA AFECTACIÓN GENERADA EN LA SITUACION JURIDICA DEL INTERESADO 
 
«Este último criterio fue introducido por la CIDH en el Caso Valle Jaramillo y otros vs 
Colombia13, ampliando los criterios clásicos empleados por el TEDH. Este elemento dicta 
que, para determinar la razonabilidad del plazo, se debe tomar en cuenta la afectación 
generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la personas 
involucradas en el mismo (sus deberes y derechos), debiendo considerar, entre otros 
elementos, la materia objeto de controversia. En el Voto Razonado respecto de la sentencia 
de la CIDH en el caso Kawas Fernández14, el juez Sergio García Ramírez destacó que si el 
paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, gravitando 
gravemente sobre la vida de éste, resultará necesario que el procedimiento corra con más 
diligencia a fin de que, en breve tiempo (plazo razonable), se resuelva la situación del 
sujeto» (Damaris, 2013:web). 
 
  
                                               
12 Tribunal Constitucional peruano. Exp. N° 05350-2009-PHC/TC. Sentencia de 10 de agosto de 2010. F.J 26. 
13 Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192. Párr. 155 y ss 
14 Voto Razonado del Juez Sergio García Ramírez con respecto a la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso 









EL PROCESO INMEDIATO EN EL  CÓDIGO PROCESAL PENAL PERUANO DEL 2004 Y 
MODIFICATORIA POR EL DECRETO LESGISLATIVO N° 1194 
 
4.1 CONCEPTO Y SU TRATAMIENTO EN EL PERÚ 
«El Proceso Penal Peruano conforme al CPP del 2004, Decreto Legislativo 957 del 29 de 
julio del 2004, contiene como directrices principales el mandato constitucional de respeto y 
garantía de los derechos fundamentales de las personas sin dejar de lado la facultad de 
persecución de la acción penal y poder punitivo por parte del Estado a través de sus órganos 
competentes» (Zola,2016:web).  
Nuestro Código Procesal Penal del 2004 distingue entre el Proceso Común (Libro III) y los 
Procesos Especiales (Libro V). Para efectos del presente trabajo de investigación, voy a 
delimitar como el objeto de estudio el Proceso Penal Inmediato, uno de los institutos 
procesales especiales del CPP, el cual fue modificado por el D.L. N° 1194. 
Araya (2016:8) señala que «los procesos especiales se han establecido con la finalidad de 
juzgar de manera diferenciada a las personas que en virtud de condiciones especiales, modo 
de comisión del hecho o forma de resolución; se realizan de manera diferenciada a la 
ordinariamente prevista». 
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Reyna (2015:107) señala que «el proceso inmediato es un proceso especial distinto al 
proceso común. Se trata de un proceso que tiene la finalidad la simplificación y celeridad de 
las etapas del proceso común, y esta previsto para aquellos casos en los que no se requiere 
de mayor investigación para que el fiscal logre su convicción respecto a un caso en concreto 
y formule acusación». 
«San Martin Castro señala que los procesos especiales están previstos para circunstancias 
especificas de especial relevancia procesal, que obliga a una configuración procedimental 
propia, alejada del procedimeinto ordinario y que de modo general están informados por los 
principios de celeridad, simplificación y consenso, según el caso» Cubas (2005:15). 
El proceso inmediato tiene por finalidad la simplificación y aceleración de las etapas del 
proceso común dando mayor prioridad a los principios de Celeridad Procesal y Economía 
Procesal cuando los casos no requieran mayor investigación.  El proceso inmediato se basa 
esta en la necesidad de fortalecer la posición de las personas agraviadas por el delito a 
través de fórmulas expeditas de solución del conflicto penal.    
El proceso inmediato tiene su antecedente más remoto en el juicio directo (guidizzio 
direttisimo) y el juicio inmediato (guidizzio inmediato), previsto en el proceso penal italiano. 
El proceso inmediato se regulo por primera vez en el Perú en el Código Procesal Penal del 
2004, en los artículos 446º, 447º y 448º. Dichos artículos fueron modificados por el Decreto 
Legislativo 1194, en los cuales se contemplan los supuestos de aplicación del proceso 
inmediato, el procedimiento de la audiencia única de incoación en caso de flagrancia 
delictiva y su resolución respectivamente. 
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«Los presupuestos materiales del proceso inmediato son la evidencia delictiva y la ausencia 
de complejidad. Se trata de dos conceptos, que en términos de la teoría estándar de la 
argumentación, configuran un caso fácil; lo decisivo para determinar la incoación del proceso  
especial  inmediato es que este configurado el caso fácil» (cf Mendoza,2016:web). 
«Cuando se aplica que: i) la premisa normativa es clara en su interpretación y ii) la premisa 
fáctica no presenta problemas probatorios, estamos frente aun caso fácil. Pero cuando: i) 
existen problemas de interpretación respecto de la primera premisa normativa, pudiendo 
atribuírsele dos o más sentidos normativos; ii) o, cuando la premisa fáctica no es atribuida 
sobre la base de información directa, sino que requiere de prueba indirecta, estamos frente 
aun caso difícil. En síntesis un caso difícil es cuando es problemático afirmar la corrección de 
las premisas. No procede el proceso inmediato en ninguno de los supuestos de un caso 
difícil» (cf Mendoza,2016:web). 
«En el fundamento 8 del Acuerdo Plenario Extraordinario N° 2-2016/CIJ-116 , se afirma que 
la prueba evidente o evidencia delictiva se define a partir de tres instituciones: i) delito 
flagrante, ii) confesión del imputado, y iii) delito evidente; sin embargo, las nominaciones de 
esas tres instituciones reconducen al concepto epistémico de causa probable. Es procedente 
entonces incorporar en el debate la categoría epistémica de causa probable. Por mero 
purismo no es razonable cuestionar la utilización del término causa probable, pues está 
previsto en el art. 8 del Código Procesal Constitucional15. Lo importante es comprender el 
alcance conceptual que encierra los términos causa probable o elementos de convicción 
                                               
15 Art. 8 del Código Procesal Constitucional “ Cuando exista causa probable de la comisión de un 
delito, el juez, en la sentencia que declara fundada la demanda en los procesos tratados en el 
presente capítulo, dispondrá la remisión de los actuados al fiscal Penal que corresponda para los fines 
pertinentes” 
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evidentes; de cara a su operatividad como criterio para decidir el inicio del proceso 
inmediato» (Mendoza,2016:web). 
«La determinación de causa probable no tiene regulación expresa como fase o etapa 
procesal; empero, qué duda cabe, es la base material para definir una imputación concreta, 
y, por tanto, de necesaria verificación y determinación, conforme a los supuestos señalados 
en el artículo 446.1 del CPP para decidir el inicio del proceso. El Juez de investigación 
preparatoria determinara la configuración de causa probable, es decir como presupuesto 
para decidir la procedencia del inicio del proceso inmediato» (Mendoza,2016:web). 
«La determinación de causa probable exige la verificación de la existencia de elementos de 
convicción suficientes que conduzcan a un juicio de probabilidad positiva. Esta determinación 
se realiza en función de los elementos de convicción que emergen en el momento de la 
flagrancia. Puede resultar que solo se alcance el estándar de «sospecha razonable», en ese 
sentido se tiene que evaluar y precisar la necesidad de practicar determinados actos de 
investigación para obtener elementos de convicción que permita afirmar la concurrencia de 
elementos de convicción suficientes que hagan causa probable, y no apresurar el proceso 
inmediato. El proceso inmediato requeriría de elementos de convicción suficientes -causa 
probable-; este estándar probatorio tiene que ser evaluado por el juez para efectos del inicio 
de un proceso inmediato. La sospecha razonable, habilita únicamente la formalización de la 
investigación preparatoria, sobre la base de indicios reveladores de la existencia de un 
delito» (Mendoza,2016:web).  
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4.2 FUNDAMENTOS DEL PROCESO INMEDIATO Y SUPUESTOS EN LOS QUE 
PROCEDE 
 
El Acuerdo Plenario N° 6-2010/CJ-116, de fecha 16 de noviembre de 2010, emitido en el VI 
Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanentes y Transitorias de la Corte Suprema, 
señala que «este tipo de proceso se fundamenta en la facultad del Estado de organizar la 
respuesta que el sistema penal con criterios de racionalidad y eficiencia, sobre todo en 
aquellos casos en los que, por sus propias características, son inecesarios mayores actos de 
investigación. La naturaleza jurídica del proceso inmediato,es decir, su esencia o 
característica principal, está basada en la inmediatez, la celeridad, la economía y el ahorro 
de recursos como el tiempo y otros aspectos innecesarios. En ese sentido, el proceso 
inmediato tiene como finalidad esencial dar pronta solución a los conflictos de relevancia 
penal, en los casos en que es innecesaria una prolongada o compleja investigación».  
 
Por lo que podemos señalar que el Proceso Penal Inmediato se fundamenta por razones de 
Política Criminal (es la Política del Estado de como tratar la delincuencia,se refiere al 
conjunto de criterios empleados o a emplear en el tratamiento de la criminalidad), Simplificar 
la respuesta estatal (El Estado mediante este proceso simplificado permite la descarga 
procesal y responde de manera pronta y oportuna a la justicia),  Abreviacion de los plazos, la 
Celeridad y Racionalidad. 
 
En el artículo 446° del CPP, modificado por el D.L. N° 1194 establen los supuestos de 
aplicación del proceso inmediato por los cuales el Fiscal tiene la obligación bajo 




4.2.1 SUPUESTOS DE FLAGRANCIA DELICTIVA, SEGÚN EL ARTÍCULO 250° DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL  
 
El artículo 259º del Código Procesal Penal de 2004 señala que «(…) Existe flagrancia 
cuando:  
(i) El agente es descubierto en la realización del hecho punible.  
(ii) El agente acaba de cometer el hecho punible y es descubierto. 
(iii)  El agente ha huido y ha sido identificado durante o inmediatamente después de la 
perpetración del hecho punible, sea por el agraviado o por otra persona que haya 
presenciado el hecho, o por medio audiovisual, dispositivos o equipos con cuya 
tecnología se ha registrado su imagen, y es encontrado dentro de las veinticuatro (24) 
horas de producido el hecho punible. 
(iv)  El agente es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas después de la perpetración 
del delito con efectos o instrumentos procedentes de aquel o que hubieren sido 
empleados para cometerlo o con señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su 
probable autoría o participación en el hecho delictuoso». 
 
«Etimológicamente, el adjetivo flagrante deriva del latin flagras-ntis, perticipio presente del 
verbo flago que significa quemar, por lo tanto flagrante es propiamente lo que está 
ardiendo, en el sentido de aquello que se presenta a la percepción sensorial de modo 
inequívoco. El termino flagrante se refiere al hecho vivo y palpitante, cuya observación al 
testigo de que está presenciando la condición de un delito» (San Martin 1997:807). 
 
En el Acuerdo Plenario Nº 2-2016/CIJ-116 señala que «las notas sustantivas que distingue la 
flagrancia delictiva son: a) inmediatez temporal, que la acción delictiva se este desarrollando 
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o acabe de desarrollarse en el momento en que se sorprende o se percibe; y b) inmediatez 
personal, que el delincuente se encuentre en el lugar del hecho en situación  o en relación 
con aspectos del delito (objetos, instrumentos, efectos, pruebas o vestigios materiales), que 
proclamen su directa participación en la ejecución de la acción delicitiva.16 Las notas 
adjetivas que integran el delito flagrante son: a) la percepción directa y efectiva: visto 
directamente o percibido de otro modo, tal como material fílmico o fotografías (medio 
audiovisual) y, b) la necesidad urgente de la intervención policial, la cual debe valorarse 
siempre en función del principio de proporcionalidad, de tal suerte que evite intervenciones 
desmedidas o la lesión desproporcionada de derechos respecto al fin con ellas 
perseguidas».17 
 
El artículo 259º del Código Procesal Penal, señala tres modalidades de flagrancia delictiva: 
 
4.2.1.1 FLAGRANCIA CLÁSICA (strictu sensu) 
 
Aquellos casos en los que la autoridad policial encuentra al investigado con el objeto, 
instrumento, o en el proceso de realización del hecho punible, es decir, cometiendo el delito 
o cuando acaba de consumarlo e incluso, cuando es sorprendido inmediatamente después 
de la comisión del hecho con efectos (v.gr. las cosas sustraídas, las huellas,vestigios y todo 
otro medio de confirmación de las consecuencias de la ejecución del delito) o con los 
instrumentos del delito (cualquier utensilio que fue empleado o que sirva para la ejecución 
del delito). 
 
                                               
16 Acuerdo Plenario Extraordinario N° 2-2016/CIJ-116, 01/06/2016.  
17 Acuerdo Plenario Extraordinario N° 2-2016/CIJ-116, 01/06/2016.  
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«Dicho de otro modo, la flagrancia se refiere a encontrar al imputado realizando actos de 
ejecución propios del delito, o inmediatamente después de consumarlo. Este tipo de 
flagrancia es el contemplado en el inciso 1 del artículo 259° del CPP. El delincuente es 
detenido in fraganti por que un tercero a través de sus sentidos descubre que esa persona 
esta cometiendo un delito. El descubrimiento de la actual comisión del delito es percibido por 
cualquiera de los sentidos, pues puede hacerse alusión a evidencia sensorial sin limitarla al 
campo visual» (Bramont-Arias 2004:17). 
 
4.2.1.2 LA CUASIFLAGRANCIA O FLAGRANCIA MATERIAL  
 
Se trata de una situación fáctica en donde el investigado ha dejado la escena del delito, pero 
ha sido indentificado ya sea por la victima, por tercera persona o a través de algún medio 
audiovisual u otro análogo que permita reconocerlo plenamente en su individualidad y 
diferenciarlo de otras personas. En todos los casos se trata de susupuestos que presentan 
en momentos posteriores a la comisión del delito, pero respecto de los cuales ha transcurrido 
un breve plazo desde que se ha realizado el hecho punible. 
 
4.2.1.3 FLAGRACIA PRESUNTA O PRESUNCIÓN LEGAL DE LA FLAGRANCIA (ex 
post ipso) 
 
Está referida al individuo que no ha sido sorprendido en la ejecución del hecho delictivo, y 
tampoco ha sido perseguido luego de cometer el hecho punible, pero si que se le ha 
encontrado con objetos que hacen presumir la comisión del hecho delictuoso. Esta 
presunción hace referencia a la existencia de indicios de participación criminal, toda vez que 
parte de identificar la existencia de datos que hacen factible inferir que el justiciable tiene 
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alguna relación con un hecho delictivo que se esta investigando.Este tipo de flagrancia 
presunta  se encuentra en el inciso 2) del artículo 259° del CPP del 2004, que se refiere a la 
flagrancia material. 
 
4.2.2 LA CONFESIÓN DEL IMPUTADO COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA DEL 
PROCESO INMEDIATO  
 
«En principio cabe señalar que la confesión, no es sino la declaración auto inculpatoria del 
imputado, la cual debe ser sincera y espontánea, prestada libremente en presencia de su 
abogado defensor, observando todas las garantías procesales; además, tal declaración debe 
producirse en el estado normal de las facultades psíquicas del imputado. Aunado a ello, 
debe verificarse la existencia de elementos de prueba periféricos que corroboren su 
autoincriminación; pues, no sería razonable ni objetivo, tampoco admisible, que el Fiscal 
postule un proceso inmediato únicamente con sola la autoinculpación del imputado» 
(Pandia,2016:web).  
 
«La confesión es el acto procesal que consiste en la declaración personal, libre, consciente, 
sincera, verosímil y circunstanciada que hace el procesado durante durante la investigación 
o durante el juicio oral, aceptando los cargos que se le atribuye» (San Martin 2016:155). 
 
El articulo 160° del CPP del 2004 señala «La confesión, para ser tal, debe consistir en la 
admisión por el imputado de los cargos o imputación formulada en su contra y solo tendrá 
valor probatorio cuando: a) este debidamente corroborada por otro u otros elemento de 
convicción. b) sea presentada libremente y en estado normal de las facultades psíquicas. c) 
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sea prestada ante el juez o el fiscal en presencia de su abogado. d) sea sincera y 
espontánea». 
 
El juez después de haber verificado dichos supuestos mencionados podrá declarar 
procedente la aplicación del proceso inmediato.  
 
4.2.3 LA EXISTENCIA DE ELEMENTOS DE CONVICCIÓN EVIDENTES, COMO 
SUPUESTO DE PROCEDENCIA DEL PROCESO INMEDIATO  
 
Este supuesto se cumple cuando el fiscal luego de agotar los actos de investigación llevados 
antes de culminado el plazo de investigación preliminar, haya acopiado evidencia suficiente 
que acredite el hecho delictivo investigado y su calificación como delito, asi como la 
identificación del autor y  se le pueda atribuir responsabilidad penal. 
 
«Se trata de un estado de conocimiento del hecho y de su autor especialmente claro en esta 
fase del procedimiento de averiguación, que no se preste a polémicas fundadas o que 
adolezca de ciertas lagunas de investigación adicionales o de corroboración» (San Martin 
2016:156). 
 
«Para la incoación del proceso inmediato invocado es necesaria la existencia de suficientes 
actos de investigación que sustente el hecho punible, pero principalmente la responsabilidad 
penal del imputado contra quien se solicita la plicacion del proceso inmediato, puesto que en 
el caso de que exista suficiente evidencia de la comisión del hecho punible pero no con 
respecto a la responsabilidad del imputado, no será procedente la plicacion del proceso 
inmediato» (Hurtado-Reyna:2015). 
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4.2.4 EL DELITO DE INCUMPLIMIENTO DE PRESTACIÓN ALIMENTARIA (OMISIÓN DE 
ASISTENCIA FAMILIAR, ARTÍCULO 149° DEL CODIGO PENAL), COMO 
SUPUESTO DE PROCEDENCIA DEL PROCESO PENAL INMEDIATO  
 
El delito de omisión de asistencia familiar requiere que se acredite tanto la situación 
generadora, la existencia de una resolución firme que determine la existencia de una 
obligación alimentaria, como la verificación de esa obligación impaga y la capacidad de 
realización de la misma por parte de imputado. 
 
En el artículo 149° del Código Penal Peruano señala «El que omite cumplir su obligación de 
prestar los alimentos que establece una resolucon judicial será reprimido con pena privativa 
de libertad no mayor de tres años, o con prestaciones de servicio (…)». 
 
4.2.5 EL DELITO DE CONDUCCIÓN EN ESTADO DE EBRIEDAD O DROGADICCIÓN 
(ARTÍCULO 274° DEL CÓDIGO PENAL), COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA 
DEL PROCESO PENAL INMEDIATO   
 
Es un delito contra la seguridad pública, cuya configuración deben ser verificado conforme a 
los elementos del tipo penal. El artículo 274º del Código Penal Peruano señala «El que 
encontrándose en estado de ebriedad, con presencial de alcohol en la sangre en proporción 
mayor de 0.5 gramos-litros, o bajo efecto de drogas tóxicas, estupefacientes (…) será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis meses ni mayor de dos años 
(….)». 
 
En el Acuerdo Plenario Extraordinario N° 2-2016/CIJ-116 se establecio que «los delitos de 
conducción en estado de ebriedad o drogadicción afectan la seguridad pública y colectiva. 
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En tanto constituyen delitos de peligro real, ponene en riesgo la vida e integridad de las 
personas ante la vulneración de las disposiciones sobre circulación de vehículos, riesgo que 
abarca a toda la colectividad, como grupo genérico e indeterminado. El tipo legal se dirige 
tangencialmente también a la protección de la vida y la integridad física de las personas».18 
 
4.3 EXCEPCIONES EN EL PROCESO INMEDIATO 
 
El artículo 446° en su inciso 2 del CPP del 2004, señala «Quedan exceptuados los casos en 
los que, por su complejidad, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 
342°, sean necesarios ulteriores actos de investigación». 
 
El numeral 3 del artículo 342° del CPP, que señala que «Corresponde al fiscal emitir la 
disposición que declara complejo el proceso cuando: a) requiera de la actuación de una 
cantidad significativa de actos de investigación; b) comprenda la investigación de numerosos 
delitos; c) involucra una cantidad importante de imputados o agraviados; d) demande 
realización de pericias  que comportan la revisión de una nutrida documentación o de 
complicados análisis técnicos; e) necesite realizar gestiones de carácter procesal fuera del 
país; f) involucre llevar a cabo diligencias en varios distritos judiciales; g) revise la gestión de 
personas jurídicas o entidades del Estado; o h) comprenda la investigación de delitos 
perpetrados por integrantes de una organización criminal, personas vinculadas a ella, o que 
actúan por encargo de la misma». Por lo que al existir complejidad por alguna de las 
situaciones señaladas en el inciso 3 del articulo 342°, no procede aplicarse el proceso 
especial inmediato. 
 
                                               
18 Acuerdo Plenario Extraordinario N° 2-2016/CIJ-116, 01/06/2016. 
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Acuerdo Plenario Extraordinario N° 2-2016/CIJ-116 establecio que «los supuestos, como es 
obvio, demandan un procedimiento de averiguación amplio y particularmente difícil, que 
necesita de una variada y estructurada estrategia investigativa, y con una muy clara lógica 
indiciaria , en la que el tiempo de maduración para la formación de una inculpación formal 
demanda un tiempo razonable y se aleja de toda posibilidad de simplificación procesal 19 ». 
 
«Pero no solo no es procedente el proceso inmediato en aquellos casos en el que el proceso 
haya sido declarado complejo o pueda incurrir en los supuestos para que sea declarado 
complejo, sino que inclusive cuando la investigación preparatoria se prolonge por más de 30 
días después de haberse emitido la disposición de formalización y continuación de la 
investigación preparatoria» (Hurtado-Reyna:2015). 
 
«Por otro lado, el otro supuesto de improcedencia del proceso inmediato está referido a los 
casos en los que se trate de varios imputados implicados en delitos diferentes, pues solo 
será procedente el proceso inmediato cuando se trate de una investigación seguida contra 
varios imputados  implicados, siempre y cuando todos los imputados se encuentren en 
alguno de los supuestos de flagrancia, confesión, evidencia suficiente, y sean investigados 
por el mismo delito, o se trate de procesos seguidos por delitos de omision de asistencia 
familiar o conducción en estado de ebriedad o drogadicción» (Mendoza,2016:web). 
 
«Existen supuestos de complejidad no previstos en la norma procesal que se presentan 
cotidianamente y son las que provienen de elementos de acreditación que resultan de difícil 
obtención por razones exógenas: distancia, dificultades materiales, incluso locales; no se 
trata de prueba compleja por su naturaleza ni de necesidad de abundancia de medios de 
                                               
19 Acuerdo Plenario Extraordinario N°2-2016/CIJ-116, 01/06/2016. 
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acreditación (vg. demora en la entrega de pericias toxicológicas o de alcoholemia; 
convocatoria de testigos de cargo o de descargo). Tales casos deben ser tomados en cuenta 
para no generar vacíos y motivadamente dar lugar a la exclusión del procesamiento 
inmediato, pudiendo habilitarse la acusación directa, de ser el caso» (Salas, 2016:18). 
 
«Finalmente, se continúa indicando que no habra acumulación en el proceso inmediato de 
los procesos en los cuales otros imputados estén involucrados en delitos conexos, salvo que 
ello perjudique el esclarecimiento de los hechos o la acumulación resulte indispensable, en 
dicho caso se deberán seguir las reglas de acumulación comtempladas en el Código 
Procesal Penal, y se deberá verificar el cumplimiento de los supuestos y se evaluara la 
procedencia del proceso inmediato individualmente para cada uno de los imputados» 
(Hurtado-Reyna:2015). 
 
4.4 LEGISLACIÓN COMPARADA SOBRE EL PROCESO INMEDIATO 
 
En la legislación comparada conocidos son el procedimiento acelerado (Alemania), sentencia 
de conformidad (España), procedimiento simplificado (Francia), giudizzio direttisimo y 
giudizzio inmediato (Italia), proceso sumarísimo (Portugal), summaryoffenses 
indictableoffences o felonies; hybrid o dual procedureoffences (Paises del commonlaw); 
procediminto simplificado (Chile y Ecuador), procedimeinto extraordinario (Uruguay), entre 
otros países. 
 
En la regulación procesal penal italiana encontramos los procesos especiales como el 
guidizzio direttisimo (juicio directo) y el guidizzio inmediato (juicio inmediato). El primero 
obvia la audiencia preliminar y se pone al imputado a disposición del Juez cuando se 
encuentra en flagrancia o cuando exista un  acuerdo entre el Fiscal y el Imputado, para que 
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se lleve el juicio oral, esta clase de proceso guarda relación con el supuesto de flagrancia 
con presencia de diligencia preliminar e investigación preparatoria. En tanto que el segundo, 
despues de la investigación preliminar, y cuando resulte evidente la comisión del hecho 
delictivo, se requiere al juez de la investigación preliminar se proceda al juicio oral, esta clase 
de proceso guarda relación con el proceso de flagrancia sin presencia de investigación 
preparatoria formal ni etapa intermedia.  
 
«Y si nos remitimos al derecho comparado con antecedentes más próximos,encontramos 
que en la legislación penal chilena en materia procesal, se regula la posibilidad de solicitar la 
incoación de un juicio inmediato en la audiencia de formalización de la investigación 
preparatoria para que se proceda al pase directo al juicio oral; sin embargo, cabe diferenciar 
con relación a nuestra legislación peruana que en el referida legislación extranjera, el juicio 
inmediato –que para el caso peruano sería el proceso inmediato- es parte del proceso 
común y no propiamente un proceso especial como ocurre en el caso peruano» 
(Pandia,2016:web). 
  
«En la legislación de Costa Rica existe un proceso especial para el caso de delitos 
flagrantes, según la modificatoria que se realizó a su ordenamiento procesal penal el 4 de 
marzo de 2009, en su artículo 422° establece que: “Este procedimiento especial, de carácter 
expedito, se aplicará en los casos en los cuales se trate de delitos en flagrancia e iniciará 
desde el primer momento en que se tenga noticia de la comisión de un hecho delictivo de tal 
especie. En casos excepcionales, aun cuando se trate de un delito flagrante, se aplicará el 
procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel. Este 
procedimiento especial omitirá la etapa intermedia del proceso penal ordinario y será 
totalmente oral» (Salas:2016).  
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4.5 CONTEXTO Y RAZONES EN EL QUE SE LLEVARON A CABO LAS 
MODIFICACIONES DEL PROCESO INMEDIATO POR EL DECRETO LEGISLATIVO 
N° 1194 
 
Mediante la Ley N° 30336, se le delega al Ejecutivo la facultad de legislar en materia de 
Seguridad Ciudadana, Fortalecer la Lucha contra la Delincuencia y el Crimen Organizado.Y 
se promulga el Decrecto Legislativo N° 1194, norma que regula el proceso inmediato en 
casos de flagrancia, ello con la finalidad de racionalizar la carga de trabajo los procesos 
penales y dar mayor eficacia a la respuesta penal frente a los punibles. 
 
«Según la exposición de motivos20 del Decreto Legislativo N° 1194 conforme a la Encuesta 
Nacional del Programas Estartegicos – ENAPRES, elaborada por el el Instituto Nacional de 
Estadística e Informática – INEI, se determinó que tres de cada 10 encuestados habían sido 
víctima de un delito en el último año. Del 100% de estos delitos, la mayor incidencia lo 
representan delitos patrimoniales, en especial robos de carteras, celulares, vehículos y 
negocios a los que se suma las extorciones  y secuestros. Éstos se cometen, principalmente, 
de naturaleza flagrante por tanto son los hechos delictivos que generan mayor percepción de 
inseguridad de los ciudadanos, quienes esperan una respuesta rápida de las autoridades 
para la aprensión y posterior sanción de quienes las realizan» (Zola, 2016:web). 
 
El Código procesal Penal del 2004 incorporo al procesamiento penal salidas alternativas y 
mecanismos de simplificación procesal con el propósito de racionalizar la carga de trabajo. 
Se buscaba la transformación en el Sistema de Justicia Penal, permitiendo descongestionar 
los procesos penales con celeridad mejorando asi la administración de justicia. Entre los 
                                               
20 Exposición de Motivos en la promulgación del DL N° 1194, mediante oficio N° 135-2015.PR el 1 de 
setiembre de 2015 al Congreso de la República. http://www.mpfn.gob.pe/Docs/0/files/dl1194_2015.pdf 
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mecanismos mas usados estan el principio de oportunidad, el acuerdo reparatorio, 
terminación anticipada del proceso e incluso la acusación directa. Pero el proceso inmediato 
era el mecanismo procesal que menos se había usado, por lo que se hiso necesario 
reactivar su uso mediante el Decreto Legislativo N° 1194. 
 
En los objetivos del Decreto Legislativo N° 1194 encontramos: a) sancionar los hechos 
delictivos en flagrancia delicitiva, facilitando la intervención del estado para la rápida 
conclusión del proceso penal, b) satisfacer oportunamente el daño sufrido por la víctima asi 
como las expectativas ciudadanas, c) otorgar mayor celeridad a los procesos penales bajo el 
supuesto de flagrancia delictiva, d) reducir la sobre carga procesal de la etapa de 
investigación preparatoriay etapa intermedia, pues no se necesitarían mayores actos 
procedimentales y de investigación, e) generar el ahorro de los recursos públicos, evitando 
gastos y esfuerzos humanos innecesarios, f) reducir la carga procesal significativamente y g) 
evitar la impunidad en aquellos casos que por el transcurso del tiempo dejen de ser 
perseguibles. 
 
Lo que se busca con la modificación de los artículos referente al proceso inmediato es 
establecer instrumentos normativos para el procesamiento de causas penales bajo el 
supuesto de flagrancia delictiva, que nos permita hacerles frente a la delincuencia, el crimen 
organizado, entre otros con resultados positivos. Asi mismos dar a la sociedad una señal que 
el Estado da una  respuesta firme, eficaz y pronta para luchar contra la delincuencia común. 
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4.6 EL PROCESO INMEDIATO EN EL CODIGO PROCESAL PENAL DEL 2004 Y SU 
MODIFICATORIA CON EL DECRETO LEGISLATIVO N° 1194 
 
El CPP del 2004 regulaba el proceso inmediato en los artículos 446°, 447° y 448°, los cuales 
fueron modificados por el DL N° 1194 en los cuales se contempla los supuestos, el 
procedimiento a seguir en la audiencia única de incoación de flagrancia delictiva y su 
resolución respectivamente. 
 
El CPP del 2004 en su artículo 446° establecia que el fiscal tenia la facultad discrecional de 
incoar el proceso inmediato, ahora con la modificación del articulo por el D.L N° 1194 señala 
que es deber del fiscal hacerlo y bajo responsabilidad. En el inciso 2 señala que el fiscal esta 
exonerado de incoar el proceso inmediato en los casos que por su complejidad sea 
necesario la realización de ulteriores actos de investigación, en el inciso 3 se señala  que si 
se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo es posible el proceso  inmediato 
si todos los imputados se encuentran en una de las siguientes situaciones: flagrancia 
delicitiva, confesión sincera y evidencia en los elementos de convicción, y estén implicados 
en el mismo delito. Los delitos conexos en los que estén involucrados otros imputados no se 
acumulan, salvo que ello perjudique al debido esclarecimiento de los hechos o la 
acumulación resulte indispensable, en el inciso 4 señala que el Fiscal deberá solicitar la 
incoación del proceso inmediato para los delitos de omisión de asistencia familiar y los de 
conducción en estado de ebriedad o drogadicción, sin perjuicio de los señalado en el 
nuemral 3 del artículo 447° del CPP. Otra diferencia con su regulación anterior es que 




En la audiencia única de incoación, regulada en el artículo 447° modificado del CPP, 
establece que el Juez de la investigación preparatoria dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a la solicitud del fiscal, realiazara una Audiencia única de incoación para 
determinar la procedencia del proceso inmediato. Dentro del mismo requerimiento de 
incoación, el cual debe constar por escrito, se debe acompañar del expediente fiscal y 
comunicar si requiere de alguna medida coercitiva, que asegure la presencia del imputado 
en el desarrollo de todo el proceso inmediato. De acuerdo al artículo 3) del citado artículo las 
partes pueden instar en la audiencia la aplicación del principio de oportunidad de un acuerdo 
reparatorio o de la terminación anticipada, según corresponda. 
 
El requerimiento fiscal podrá presentarse hasta 30 días antes de la investigación 
preparatoria, ese plazo se establece como máximo y es de caducidad por lo que una vez 
vencido ya no corresponde esta instancia. Podrá desestimarse el requerimiento fiscal a 
través del recurso de apelación defensiva por iniciativa del imputado o podrá ser 
desestimada por el juez encargado de la investigación preparatoria. Dictada la resolución de 
desestimación deberá aplicarse el inciso 4) del artículo 448° del CPP, el cual señala que el 
fiscal deberá formalizar o continuar la investigación preparatoria. La detención del imputado 
se mantiene hasta la realización de la audiencia es por ello que esta tiene carácter de 
inaplazable y el auto que resuelve el requerimiento de proceso inmediato debe ser 
pronunciada de modo impostergable. 
 
Pronunciada la decisión que dispone la incoación del proceso inmediato, el Fiscal procede a 
formular acusación dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad y una 
vez que el Juez de la Investigación Preparatoria reciba el requerimiento del fiscal deberá 
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remitirlo al Juez Penal competente, ese mismo día, para que dicte acumulativamente el auto 
de enjuiciamiento y de citación a juicio. 
 
El artículo 448° establece que recibido el auto que incoa el proceso inmediato, El Juez penal 
competente realiza la audiencia única de juicio inmediato en el día, de no ser ello posible, su 
realización no debe exceder las setenta y dos (72) horas desde la recepción, bajo 
responsabilidad funcional. A su vez, respalda los principios de oralidad, publicidad e 
inaplazabilidad en la audiencia para que una vez instalada el fiscal pueda exponer 
resumidamente los hechos objeto de la acusación, la calificación jurídica y las pruebas 
ofrecidas para su admisión, acto seguido, las partes puedenplantear cualquiera de las 
cuestiones previas del articulo 350°, las que corresponda. La spartes son responsables de 
preparar y convocar a sus órganos de prueba, garantizando su presencia en la Audiencia. En 
esta instancia del proceso el juez penal puede determinar un nuevo análisis de la acusación 
y disponer su subsanación en la misma audiencia de ser el caso. 
 
Cuando se cumplan los requisitos de validez para la acusación y resueltas las cuestiones 
planteadas, el Juez Penal dicta acumulativamente el auto de enjuiciamiento y citación a juicio 
de manera inmediata, la audiencia única de juicio inmediato es oral, pública e inaplazable.. El 
juicio se realizara en sesiones continuas e interrumpidas  hasta su conclusión.  Asi mismo 
señalar que se aplicara las reglas del proceso común en lo no previsto por el proceso 
inmediato siempre que sea compatibles con la naturaleza célere del proceso inmediato. 
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4.7 ANÁLISIS DE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR EL DECRETO 
LEGISLATIVO N° 1307 
 
El 30 de diciembre de 2016 en el El Peruano se publicó el Decreto Legislativo N° 1307, que 
modifica algunos artículos del CPP  y se incorpora el artículo 68-A en su cuerpo normativo. 
 
Uno de los artículos modificados es el 447 del CPP que establece que «(…) el Juez frente a 
un  requerimiento fiscal de incoación de proceso inmediato, se pronunciará oralmente en el 
siguiente orden, según sea el caso: a) Sobre la procedencia de la medida coercitiva 
requerida por el Fiscal; b) Sobre la procedencia del principio de oportunidad, de un acuerdo 
reparatorio o de la terminación anticipada, solicitado por Las partes; y c) Sobre la 
procedencia de la incoaciondel proceso inmediato (…)». 
 
Con esta modificación se varía el orden en que se pronuncia el Juez, ahora con la 
modificación del D.L. N° 1307 ese oreden queda de la siguiente manera: a) Sobre la 
procedencia de la incoación del proceso inmediato; b) Sobre la procedencia del principio de 
oportunidad, de un acuerdo reparatorio o de la terminación anticipada, solicitado por las 
partes y c) Sobre la procedencia de la medida coercitiva requerida por el Fiscal. 
 
Existían críticas referidas a que con la anterior regulación se posibilitaba la existencia de 
resoluciones que declaraban fundadas medidas coercitivas como la prisión preventiva, a 
pesar de no existir una resolución mediante la cual se daba inicio formal a un proceso penal, 
sobre todo en supuestos en los que se declaraba la improcedencia del requerimiento de 
proceso inmediato, y se devolvía la carpeta al Fiscal para el trámite del caso en la vía del 
proceso común, emitiéndose después de la vigencia de una medida coercitiva, formalizando 
y continuando con la Investigación Preparatoria. 
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Es decir, había la medida coercitiva sin la existencia formal de un proceso penal, lo cual era 
cuestionado duramente, a pesar de la existencia del Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-116 que 
validaba esa posibilidad. 
 
Ahora, con la modificación, los Fiscales tendrán que hilar fino antes de requerir la incoación 
de un proceso inmediato en supuestos de detenidos en flagrancia delictiva que requieran 
imposición de prisión preventiva, puesto que el Juez de denegar su requerimiento de 
proceso inmediato, puede interpretar la modificación legal realizada en el sentido de que no 
procederá ya pronunciarse sobre la medida coercitiva requerida, corriendo el riesgo que el 
investigado obtenga su libertad. 
 
En todo caso, el Fiscal puede acudir al proceso común disponiendo que se formalice y se 
continue con la Investigación Preparatoria, buscar obtener la medida coercitiva (de ser el 
caso), y antes del vencimiento de los 30 días, de considerarlo pertinente, incoar el proceso 
inmediato, lo cual también es permitido por la norma procesal. 
 
Veremos, entonces, trámites de procesos inmediatos para los delitos no tan graves, que no 
requieran prisión preventiva, y de manera obligatoria para los delitos omisión a la asistencia 










LIMITACIONES DEL EJERCICIO DEL DERECHO DE DEFENSA EXPRESADO EN EL 
PLAZO RAZONABLE EN EL PROCESO INMEDIATO MODIFICADO, TANTO EN SU 
DISEÑO ORIGINAL , COMO EN SUS MODIFICACIONES HECHAS POR LOS DECRETOS 
LEGISLATIVOS N.OS 1194 Y 1307 
 
5.1. DISMINUCIÓN DE LAS ETAPAS DEL PROCESO PENAL INMEDIATO 
 
El CPP del 2004 regula el proceso penal común que es el proceso base, el genérico. Este 
proceso tiene tres etapas: en el articulo 321° en su inciso 1 establece que la investigación 
preparatoria persigue reunir los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que 
permitan al fiscal decidir si formula o no acusación, y al imputado preparar su defensa eficaz.  
 
«La etapa intermedia tiene como objetivo la corrección actos conclusivos de la investigación 
los cuales deben cumplir con ciertas formalidades, cuyo sentido es la búsqueda de hacer 
mas precisa la decisión del juez; por ejemplo, se debe identificar correctamente al imputado, 
se debe describir el hecho por el cual se pide la absolución o la apertura a juicio, se debe 
calificar jurídicamente ese hecho. En cualquiera de esos campos, el requerimiento fiscal 
puede contener errores o vicios que deben ser corregidos para que la decisión judicial no 
sea inválida; el juez y los distintos sujetos procesales tendrán interés en corregir esos 
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defectos y de que la decisión judicial no contenga errores o en que estos no se trasladen a la 
etapa de juicio donde pueden generar mayores perjuicios o invalidar la totalidad del propio 
juicio» (Príncipe 2009:248).  
 
«La función es servir de filtro para decidir si el hecho investigado debe ser objeto de 
acusación o, más bien, a partir de los elementos de convicción obtenido, procede el 
sobreseimiento. Por tanto le corresponde al Fiscal evaluar las dos posibilidades antes 
mencionadas; y al juez de ejercer el control sobre los requisitos que deben cumplir la 
acusación y el sobreseimiento. Asi pues la finalidad de esta etapa es que lleguen solo al 
juicio oral los casos en los que hay suficiente elementos probatorios que fundamenten la 
acusación fiscal» (Zola, 2016:web). 
 
Finalmente esta la Etapa de Juzgamiento, que es una etapa sumamente importante en el 
proceso penal común en ella se concentran todas las garantías procesales. En esta etapa 
del proceso se practican verdaderamente los actos de prueba que de modo directo o 
indirecto determinaran en el Juzgador la convicción o duda respecto de la realización o no 
del delito y su vinculación para con el sujeto procesadoen términos de responsabilidad penal. 
 
A pesar que una de las principales caracteristicas del Código Procesal Penal del 2004 era 
rescatar en alguna medida el respeto al plazo razonable y mas aun que en la etapa 
preparatoria existen audiencias de control de plazo, a pesar de eso existen los llamados 
procesos especiales  y dentro de ellos esta el proceso penal inmediato. 
Mediante Acuerdo Plenario N° 6-2010/CU-116 del año 2010, se sostuvo que «el proceso 
inmediato es una forma de simplificación procesal que se fundamenta en la facultad del 
Estado de organizar la respuesta del sistema penal con criterios de racionalidad y eficiencia 
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sobre todo en aquellos casos en los que, por sus propias características son inecesarios 
mayores actos de investigación». 
 
El Proceso Inmediato es un mecanismo de simplificación procesal, y como tal, implica una 
reducción de etapas procesales ya no existe la etapa intermedia, ni la etapa preparatoria 
debido a que la actividad probatoria no es necesaria, ya que se justifica por la evidencia 
delictiva suficiente y la simplicidad procesal o ausencia de complejidad. 
 
En este proceso hablamos de diligencias preliminares y de la etapa de juzgamiento 
propiamente dicho, ya no aparece la etapa intermedia , ni la etapa preparatoria. Es decir se 
comete el presunto delito la policía da cuenta a la fiscalía, la fiscalía hace sus diligencias 
preliminares y directamente incoa al proceso inmediato hasta la fase de juzgamiento. 
 
En un tema de organización funcional  podemos verificar que en el proceso común en la tres 
fases el Ministerio Público dirige propiamente la fase de las diligencias preliminares y la 
investigación preparatoria, el juez de investigación preparatoria aparece controlando los 
actos de investigación en la etapa de investigación preparatoria y en la etapa intermedia, y el 
juez unipersonal y colegiado en la etapa de juzgamineto. En el proceso inmediato el juez de 
investigación preparatoria aparece en la audiciencia de incoación del proceso inmediato y el 
juez unipersonal o colegiado en la audiencia única de juzgamiento, solo existe dos audiencia 
de incoación de proceso inmediato y de juzgamiento. 
 
 En el tema administrativo en el proceso común vemos que el expediente judicial surge en la 
etapa de juzgamiento antes esta la carpeta fiscal y los cuadernos incidentales que la fiscalía 
le pide al juez como pueden ser la prisión preventiva, embargo, constitución de actor civil, o 
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alguna medida cautelar. Cuando pasa a la etapa intermedia ahí recién se forma el 
expediente judicial.  
 
En el proceso inmediato lo que se forma son dos cuadernos el cuaderno de incoación que va 
con la carpeta fiscal que va al inicio del procedimiento y el cuaderno de debate judicial o 
propiamente el expediente judicial en la audiencia única de juzgamiento eso es lo único con 
lo que se trabaja dos cuadernos. En el proceso inmediato consta de dos audiencias una 
audiencia de incoación del proceso inmediato (lo ve un juez de investigación prepataroria)  
donde se ve la incoación, si hay terminación anticipada, si hay pedido de prisión preventiva y 
una segunda fase que es la audiencia única de juzgamiento donde vemos dos fases una que 
es el control de acusación donde se verifica que la acusaion este bien hecha, la imputación, 
la individualización, la identificación de la persona, el delito que se imputa y luego la fase de 
juicio oral (que lo ve un juez unipersonal o colegiado), un juez unipersonal ve el proceso 
cuando el delito materia del procedimeinto tiene como penal legal minima hasta 6 años, 
cuando la pena es mas de 6 años lo vera un juez colegiado. 
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5.2. BALANCE ENTRE EFICIENCIA Y GARANTÍAS EN EL PROCESO PENAL 
MODIFICADO 
 
En la coyuntura de la implementación del proceso inmediato, se pretende posicionar una 
falsa dicotomía entre la eficacia de la persecución punitiva y las garantías penales; y se 
afirma que la eficacia de las garantías como sistema, afecta la eficacia punitiva; en esa 
lógica, se asume como cierto, el aserto que «a mayor respeto a las garantías, menor eficacia 
punitiva; y, a menor respeto a las garantías, mayor eficacia punitiva». Asumir que el 
contenido conceptual de garantías es similar al contenido conceptual de los Derechos 
subjetivos del imputado, lleva contraponer a las garantías con la eficacia del poder punitivo. 
 
La predicada eficacia corresponde a los tres ámbitos y roles del proceso: la eficacia punitiva 
(que se realice en un marco de razonable seguridad), eficacia defensiva (dependerá de que 
se realice dentro de un marco de garantías) y eficiencia de la tutela jurisdiccional (dependerá 
que se realice dentro de marco de garantías). 
 
Desde la perspectiva del Ministerio Público, la búsqueda de información dentro del marco del 
sistema de garantías, condiciona la calidad de esta información, y está libre de sospecha de 
haber sido obtenida sin control y, por tanto, cargada de subjetividad, conjetura o creencias, 
insostenible, en el contradictorio del juicio oral por su poca calidad epistémica. 
 
Desde la perspectiva de la defensa, la información que se produzca objetivamente, dentro 
del marco de garantías, permite definir una estrategia de defensa seria. 
 
Desde la perspectiva del órgano jurisdiccional, las decisiones que tomen, dentro de un marco 
de garantías, permiten que éstas tengan como base información de calidad. 
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En ese sentido, no se encuentra contradicción entre la eficacia y garantía; por lo contrario, es 
acertado sostener, respecto de la actividad persecutoria penal, que a mayor garantía, mayor 
eficacia de la persecución punitiva; y en ese orden, a menor garantía, menor eficacia de la 
persecución punitiva, por la defectuosa o poca calidad de la información obtenida. Desde 
otro lado, en el iter de todas las etapas del proceso (investigación, saneamiento y juicio oral) 
la observancia de las garantías condiciona la calidad de las decisiones judiciales. 
 
«En efecto, la eficacia de las garantías, no se satisface con su mero cumplimiento formal o 
aparente las garantías, sino el objeto de la eficacia de las garantías es otorgar seguridad y 
control a la actividad procesal de los sujetos procesales» (Mendoza, 2017:web). 
 
El concepto de garantías procesales excede el considerar a estas como derechos subjetivos 
del imputado; no obstante, queda claro que no se trata solo de derechos del imputado, sino 
centralmente son medios para el ejercicio de los roles de cada uno de los sujetos procesales. 
Se confunde efectismo con eficacia. La eficacia es razonable con la configuración plena de 
las garantías, pues el efectismo es transitorio, y generalmente negador de garantías. 
 
Es función de los jueces adjudicar efectos jurídicos en un contexto de garantías; el proceso 
es un sistema de garantías que son instituciones de carácter público cuyo contexto: i) el 
Ministerio Público ejercita la acción penal, y ii) la defensa técnica del imputado pueda ejercer 
con eficacia su defensa, con los actos defensivos que estime. En ese orden, los jueces 
tienen que concretar esas garantías, en cada una de las etapas procesales; y por tanto 




5.3 ANÁLISIS SOBRE SI EL PROCESO INMEDIATO REGULADO EN EL DERECHO 
LEGISLATIVO N° 1194  VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL DEL 
INCULPADO A PREPARAR SU DEFENSA DENTRO DEL PLAZO RAZONABLE 
 
«La defensa desempeñará un rol específico, en cada una de las etapas del proceso 
inmediato por flagrancia, en función de un objetivo concreto; siempre en línea de configurar y 
optimizar una defensa eficaz. Uno es el objetivo que persigue y define su rol en la detención 
preliminar; otro diferente es el objetivo de defensa en la audiencia única de incoación de 
proceso inmediato; y, un objetivo distinto el que configura su rol en la audiencia única de 
juicio inmediato» (Mendoza,2017:web). 
 
La características de celeridad que tiene el proceso inmediato, en el cual en horas o días una 
persona puede ser acusada, juzgada y sentenciada, exige que se garantice: a) que la 
persona cuente con un abogado defensor durante todo el proceso penal ejerciendo una 
defensa eficiente; b) que el juez brinde las garantías para oponerse al proceso inmediato; y 
c) que en el supuesto que se mantenga el criterio que el juez no es garante de la defensa 
eficaz sino del defendido que lo nombra o acepta, se asimile la oposición del defensor al 
proceso inmediato, como la aprobación con la conformidad con la acusación de su 
patrocinado. 
 
En la casación N° 353-2011 Arequipa del 04/06/2013 señala que  «el Ministerio Público es el 
titular de la acción penal en los delitos y tiene el deber de la carga de la prueba, debiendo 
actuar con objetividad, indagando no sólo los hechos constitutivos de delito, sino también los 
que determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado; sin embargo, ello no 
impide que el procesado pueda defenderse de la imputación fáctica que pesa en su contra, 
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presentando medios de prueba de descargo, más aún cuando se trata de una defensa 
afirmativa». 
 
En el articulo 337° inciso 1 del CPP del 2004 se señala «El fiscal realizará las Diligencias de 
Investigacion Preparatoria que considere pertinentes y útiles dentro de los limites de la ley». 
En el artículo IV inciso 2 del titulo preliminar del CPP del 2004 señala “El Ministerio Público 
esta obligado a actuar con objetividad, indagando los hechos consecutivos de delito, los que 
determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado. Con esta finalidad 
conduce y controla jurídicamente los actos de investigación que realiza la Policía Nacional”. 
Pero así mismo el fiscal podrá buscar indicadores de inocencia si y solo si el imputado como 
los demás intervinientes lo soliciten (Art. 337°.4), llevándose a cabo todas las diligencias que 
considere para  esclarecer de los hechos materia de la imputación. Para ambos casos hace 
falta un plan de trabajo que necesariamente debe incluir: a) factores de responsabilidad y b) 
factores que refuercen la inocencia, por lo que necesariamente se debe actuar diligencias en 
los dos sentidos. Existe una ponderación evidente: a) Si el caso indica probable 
responsabilidad, el Fiscal actúa únicamente diligencias que tienden a demostrarla y b) 
actuará diligencias a favor de la inocencia únicamente cuando sea evidente la probabilidad 
de que haya factores que eximan de responsabilidad.  
 
No hay una relación forzosa a favor ni en contra del tiempo que da el D.L. Nº 1194. Aun si 
dijéramos que el Fiscal tiene que actuar pro inocencia y pro culpabilidad de oficio, eso quiere 
decir que los plazos serán necesariamente cortos. El Fiscal sólo actuará a favor de la 
inocencia del imputado cuando sea requerido al respecto, eso quiere decir que nunca habrá 
tiempo suficiente para que el imputado: a) Consulte con un abogado; b) El abogado formule 
una estrategia; c) El abogado pida al Fiscal que se actué las diligencias que la defensa 
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necesita, para recién ver si el caso está o no para un proceso inmediato; y d) El Fiscal actúe 
esas diligencias solicitadas por la defensa. 
Debemos tener presente que la actividad desarrollada en las Diligencias de Investigación 
Preparatoria, son definitorias en la configuración de las audiencias ya que en esta es donde 
se acopian los elementos de convicción para configurar la imputación concreta.  
 
El imputado puede ejercer diferentes tipos de defensas frente al imputación de un hecho 
delictuoso. Tenemos las defensas negativas: como son el negar los cargos y guardar silencio 
frente a las imputaciones, en este tipo de defensa no existe la necesidad de actos que la 
defensa puedan actuar antes en el juicio de incoación o en el juicio oral. 
 
Por otro lado tenemos las defensas afirmativas como: la prueba contra prueba y la teoría del 
casos, aquí no existe una unión entre el interés de la fiscalía y de la defensa de imputado en 
lo que toca a la investigación. Estos tipos de defensa puedene actuarse en el juicio oral por 
lo que da lo mismo pasar al proceso inmediato; lo que necesite la defensa, se podrá actuar 
en juicio. Si estos actos de defensa tuviesen que actuar antes del juicio oral, se deberá 
abrirse un espacio para que la defensa pueda solicitar sus actos de investigación antes de 
pasar a proceso inmediato.  
 
Entre las causas para no pasar un caso flagrante a Proceso Inmediato, podemos encontrar 
que según el Acuerdo Plenario 2-2016 existen casos complejos, que ya se estipulan en el 
Decreto Legislativo N° 1194, y los casos con delitos graves. Pero existen también los casos 
simples pero arduos de investigar.  
 
74 
«Puede presentarse un supuesto de flagrancia que configure una causa probable de un caso 
fácil, entonces corresponde optimizar el principio de celeridad, pues no existe razón para que 
su procesamiento discurra por todo el plazo del proceso común; pero puede presentarse un 
supuesto de flagrancia que no configure una causa probable; entonces, corresponde 
optimizar un plazo razonable con el objeto de obtener información para materializar una 
causa probable. También puede presentarse que la flagrancia configure una causa probable 
de un caso difícil; entonces corresponde la habilitación de un proceso común optimizando un 
plazo necesario para el saneamiento con el desarrollo de la etapa intermedia y la 
demostración de la causa en un plenario oral con todas las garantías del juicio» 
(Mendoza,2017:web). 
 
«El principio de Celeridad entra en contradicción con el principio derecho de defensa; ya 
puede resultar que como consecuencia de un supuesto de flagrancia la policía y el Ministerio 
Público, acopian solo información respecto de la tipicidad del hecho; pero la defensa estima 
que existe base material para configurar una oposición - causa de justificación o exculpación, 
etc.-, sin embargo, no se ha acopiado información por la brevedad del tiempo de detención 
(24 horas); en este supuesto, prevalece constitucionalmente el principio derecho de defensa 
del imputado; por lo que es necesario habilitar un plazo de Diligencia Preliminares o de 
Investigación Preparatoria, de acuerdo a los actos de in Esta contradicción celeridad/defensa 
tiene que ser resuelta siempre atendiendo de manera objetiva al caso concreto. vestigación 
propuesto por el abogado de la defensa de acuerdo a su hipótesis de defensa» 
(Mendoza,2017:web). 
 
Cuando el fiscal tiene una flagrancia no siempre ese fiscal esta en condiciones de acusar y 
no en las excepciones que establece la norma, sino hablamos de procesos simples, en 
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algunos procesos simples no siempre que haya una flagrancia el fiscal esta en la capacidad 
de acusar, por que si el fiscal va acusar solo lo puede hacer si es capaz de hacer una 
imputación necesaria  (Art. 321° del CPP) .  
La única posibilidad de dar contenido constitucional al proceso inmediato por flagrancia es 
considerar como su contenido nuclear el plazo razonable, con comprensión acabada de sus 
alcances conceptuales. Cada uno de los tres dispositivos, del proceso inmediato por 
flagrancia, debe ser interpretado conforme al plazo razonable. 
 
El plazo razonable es un principio que permite la configuración de otros principios; en efecto, 
sin plazo razonable no es posible preparar defensa; y, con ello se neutraliza la posibilidad de 
configurar un contradictorio procesal. Sin tiempo no es posible la configuración del algún 
principio procesal. El tiempo diminuto enerva o anula la posibilidad de configuración de los 
institutos procesales. 
 
Aún cuando se configure un supuesto de flagrancia delictiva, el Juez de Investigación 
Preparatoria  puede declarar la improcedencia del Proceso Inmediato, si no se materializa 
una causa probable que configura una imputación concreta de un caso fácil. Las situaciones 
de flagrancia que no producen causa probable son frecuentes, a veces debido a la falta de 
información científica o técnica que requiere del empleo de laboratorios o expertos. En estos 
supuestos, no procede la incoación del proceso inmediato precisamente porque se configuró 
una imputación concreta con base conviccional suficiente.  
 
Inicialmente la interpretación literal del imperativo «debe» del artículo 446° del CPP, 
determinó que, en todos los supuestos de flagrancia delictiva, el Ministerio Público,  requiera 
la incoación del Proceso Inmediato. Asi mismo ese artículo señala que recae sobre el fiscal 
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la responsabilidad debe solicitar la incoación del proceso inmediato, esto hace que muchos 
fiscales estén obligados a presentarlos, para en adelante evitar cualquier observación por su 
órgano de control. La Fiscalía puede eventualmente ser afectada por su propio 
apresuramiento en requerir la incoación del proceso inmediato; en efecto, puede presentarse 
que por el apresuramiento irreflexivo requiera la incoación del proceso inmediato sin contar 
con las convicción para considerar la concurrencia de una causa probable. 
 
Se presentan casos fáciles que, por su configuración, son de fácil diagnóstico y calificación; 
en ese orden, no hay necesidad de actos de investigación dado que la causa probable de un 
determinado delito se configuró desde un inicio, por tanto, conforme a ese estatuto 
epistémico de causa probable de un caso fácil, es fácil su procesamiento y  justificado su 
trámite como Proceso Inmediato conforme a su protocolo célere. Pero, también se presentan 
casos que con su apariencia inicial presenta características aparentes de un caso probable 
fácil, y conduce al Ministerio Público a un diagnóstico jurídico errado.  
 
Entonces corresponderá al Juez de Investigación Preparatoria evaluar en la audiencia: i) si el 
diagnóstico jurídico corresponde a las características de una causa probable de un “caso 
fácil”, o ii) es un caso difícil cuya complejidad fue inadvertida por el Ministerio Público y que 
por tanto, requiere de actos de investigación para que, con la información que se obtenga, se 
determine si se ha configurado una “causa probable”; por tanto, se hace necesario 
Formalizar Investigación Preparatoria. 
 
«De hecho la premura del lapso momentáneo de las Diligencias Preliminares en la policía 
materialmente imposibilita la propuesta y práctica de actos defensivos, dado que la 
concurrencia de la defensa técnica –generalmente la defensa pública- se limita a acompañar 
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y suscribir los actos de investigación realizados policialmente, pues precisamente por la 
flagrancia del hecho recién toma conocimiento del caso, y es poco probable que pueda 
articular una estrategia de acopio de información defensiva, por la premura de las Diligencias 
Preliminares. Agotado ese primer momento, el Ministerio Público, siempre dentro del exiguo 
tiempo restante de las 24 horas, tiene que ejercer sus atribuciones bien promoviendo una 
salida alterna o bien preparando el requerimiento de inicio del proceso inmediato; en ese 
lapso, la defensa técnica – si continua en vigilia permanente - obviamente por ser un 
momento diferente y básicamente de despacho burocrático tampoco puede articular una 
estrategia de acopio de información conforme a una estrategia de defensa» 
(Mendoza,2016:web) . 
 
“Por más que el caso sea fácil, no hay duda que no configura la garantía del plazo razonable, 
pues por su propio diseño el proceso inmediato por flagrancia se orienta en lógica de 
configurar solo los hechos imputados reputados como flagrantes. Simplemente se asume 
esa posición normativa, sin posibilidad de realizar una defensa eficaz” (Mendoza,2016:web). 
 
Un plazo razonable para una investigación preparatoria no solo debe tener como objeto las 
necesidades de información para construir una causa probable, sino que también abarca el 
otro extremo del contradictorio que se materializa con el derecho de la defensa del imputado 












1. El proceso inmediato es un proceso penal especial, que dada la evidencia delictiva 
que posee, tiende a la simplificación del proceso, saltándose las fases de la 
investigación preparatoria e intermedia, al existir circunstancias que permiten al fiscal 
formular acusación. 
 
2. En el proceso inmediato, los plazos son tan cortos que el Fiscal debe actuar con la 
máxima diligencia posible para recabar los elementos de cargo y descargo, y tener al 
menos una hipótesis de que los hechos materia de la investigación tienen carácter 
delictuoso, con miras a decidir si formula o no acusación. La violación del plazo 
razonable, no puede hacerse solo a partir del transcurso del tiempo, sino más bien 
atendiendo a las circunstancias del caso en especial.  
 
3. La aplicación constitucional de este procedimiento especial depende, esencialmente, 
de que el mismo se utilice únicamente cuando concurran como supuestos la 
evidencia delictiva y la ausencia de complejidad procesal, en cualquier otro caso nos 
encontramos frente a una vulneración del derecho de defensa y el debido proceso.   
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4. La omisión de etapas en un mecanismo de simplificación donde pueda existir la 
ausencia de realizar una investigación preparatoria resulta razonable siempre que se 
respeto los derechos fundamentales del imputado. Ya que estos derechos se 
imponen a la simplificación procesal penal. 
 
5. El plazo razonable permitirá evaluar una vez concluido el proceso si la duración del 
mismo esta dentro del margen de los razonable. Por lo que un plazo razonable no se 
puede medir con unidades de tiempo, sino que, en todo caso, concluido dicho 
proceso se analizara la razonabilidad de su duración que permitirán afirmar si el 
proceso ya cerrado ha sobrepasado la extensión máxima señalada por el derecho. 
 
6. El plazo razonable no debe examinarse solamente en razón al tiempo que establece 
la ley o como el lapso donde los  actos procesales se ejecutan, sino como un derecho 
primordial que le pueda garantizar al imputado un proceso justo, donde dichos actos 
se realicen de forma válida y eficaz respetándose las garantías procesales, por lo que 
la discrecionalidad de los fiscales y jueces, cumplen un rol importante para ello. 
 
7. El proceso inmediato, no cabe duda, constituye en un mecanismo procesal que 
facilita una justicia oportuna, por lo que se debe respetar las reglas esenciales del 
debido proceso donde uno de los aspectos esenciales es precisamente la prueba,  su 
forma de cavarla, su actuación y validación. Se requiere una actividad probatoria 
completa, por que al no hacerlo se puede incurrir en error por deficiencia o exceso. 
 
8. El proceso penal de flagrancia no tiene por qué reemplazar a los procesos ordinarios, 
sino que la complementa, la hace ágil e inmediata por las circunstancias en que se 
descubre el hecho, por la contundencia probatoria directa y porque ya no resultan 
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viables debates estériles e innecesarios que derivan en la demora procesal, pero no 
puede aplicarse a aquellos casos donde no hay evidencia, donde no hay prueba 
directa ni donde los hechos y la prueba no están suficientemente determinados, 
casos en los que se tiene que conducir el caso a través del proceso ordinario normal, 
lo que permitirá un resultado positivo o negativo pero más cercano a la verdad y la 
justicia. 
 
9. El nuevo marco regulatorio del proceso inmediato privilegia la celeridad estableciendo 
plazos mucho mas simplificados, así por ejemplo 48 horas para realizar la audiencia 
de incoación del proceso inmediato (art. 447°.1), carácter inaplazable de la audiencia 
(art. 447°.4), el plazo de 24 horas para acusar (art.447°.6), la remisión en el dia al 
juez de juicio (art. 447°.6),etc. Con ello se restringe el derecho de defensa ya que los 
imputados no tienen una defensa efectiva, defensa de elección que puedan tener 
acceso a los elementos de convicción que sustentan la imputación. Si bien las 
audiencias de incoación del proceso inmediato es de 48 horas, en la practica la 
notificación a la defensa se efectúa en menor tiempo. La celeridad para el inicio y 
realización de un juicio oral no permite estructurar una estrategia de defensa mínima, 
un hecho flagrante no siempre puede termina siendo imputable penalmente, por 
ejemplo si se alegase legitima defensa, o estado de necesidad, en estos casos es 
necesario elaborar una estrategia adecuada y acceder a las pruebas necesarias que 
















1. Regresar al antiguo artículo 446° del CPP en la parte donde se establecÍa como una 
facultad aplicable la discrecionalidad fiscal para incoar el proceso inmediato, ya que si 
se dispone que el fiscal debe, y bajo responsabilidad, incoar el proceso inmediato 
frente a todo supuesto de flagrancia delictiva, hace que se vea obligado por el poco 
tiempo que tiene para realizar una imputación necesaria a denunciar por el delito mas 
evidente y el que menos investigación necesite. Ya que no todo delito de flagrancia 
no es de simple y de sencilla resolución. Por ejemplo un delito de sicariato puede 
denunciarse como delito simple de homicidio si es que el fiscal no tiene el tiempo 
necesario para poder realizar una investigación preparatoria eficaz. Así mismo la 
Fiscalía debido al apresuramiento requiera la incoación del proceso sin tener los 




2. Se debe dar mas tiempo para que la defensa del imputado pueda oponerse, pueda 
hacer defensa positiva y pueda actuar cosas que puedan hacer ya innecesario pasar 
a un proceso penal inmediato. Si sabemos que la carga de la prueba la tiene el que 
alega el hecho, entonces la defensa deberá tener un plazo razonable para realizar 
esas diligencias. Por lo que en cada caso se deberá decidir si se pasa a proceso 
inmediato o se espera un proceso común para que la defensa tenga el tiempo que 
requiera. El plazo razonable debe configurarse en función de la complejidad del caso. 
 
3. Se debe señalar un plazo mínimo que permita  a la defensa, ya sea pública o privada, 
tomar contacto con el caso, por lo menos 48 horas antes de la audiencia, más aún en 
un proceso que por su rapidez pueda incurrir en errores o irregularidades. 
 
4. Ampliar el plazo de duración del proceso inmediato por flagrancia lo cual permitirá 
una adecuada carga probatoria, por lo cual cumplirá lo establecido por la teoría de la 
prueba. Y asi el imputado con su defensor podrán realizar una defensa afirmativa, 
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